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ASUNTO  A DECIDIR
Se pronuncia la Sala sobre el recurso de apelación interpuesto por los investigados y la defensa, contra la sentencia proferida el 24 de junio de 2009, por la Sala Jurisdiccional Disciplinaria del Consejo Seccional de la Judicatura del Quindío, con ponencia de la Magistrada MARÍA ISBELIA FONSECA GONZÁLEZ
, mediante la cual impuso a los abogados WILLIAM FRANCO AGUDELO y RUBÉN DARÍO GARCÍA RODRÍGUEZ sanción de SUSPENSIÓN DE VEINTICUATRO (24) Y VEINTISIETE (27) MESES DEL EJERCICIO PROFESIONAL, respectivamente, tras hallarlos responsables de incurrir en el concurso homogéneo de faltas contra la recta y leal realización de la justicia y los fines del Estado, prevista en artículo 33 numeral 9 de la Ley 1123 de 2007.

CONDUCTA INVESTIGADA

La presente investigación tuvo origen en la queja presentada el 11 de julio de 2008 por los señores EDILMA PERILLA LÓPEZ y otros 33 querellantes, Funcionarios Administrativos de la Secretaría de Educación Municipal de Armenia, contra el abogado WILLIAM FRANCO AGUDELO, a quien otorgaron poder para que efectuara las reclamaciones laborales bien por medios administrativos, prejudiciales y/o judiciales o vía ordinaria, hasta la segunda instancia, tendiente al reconocimiento de la homologación en el cargo, nivelación salarial y pago de retroactivos.  

Señalaron que en los contratos de prestación de servicios suscritos con el inculpado, se pactó el pago de honorarios en un porcentaje equivalente al 50% como cuota litis, sobre el valor total líquido que se llegare a obtener, sin que el poderdante pagara suma alguna para el inicio de las acciones que considerara pertinentes el abogado; igualmente en caso de resultados negativos a sus reclamaciones, no se cancelaría valor alguno por concepto de honorarios o gastos, además de acordar que el apoderado asumiría en su totalidad el impuesto del IVA. Se anexaron documentos relativos a los hechos.

Indicaron los libelistas, que ante la negativa de la Administración a reconocerles los pretendidos derechos laborales, el abogado FRANCO AGUDELO les expidió paz y salvo, dejándolos en libertad de acudir a otro profesional del derecho continuar con la gestión, con lo cual quedaba sin efecto legal alguno los aludidos contratos de prestación de servicios; sin embargo, al decir de los inconformes, actuando de mala fe, el precitado profesional del derecho cedió dichos contratos a JENNY MARCELA GARCÍA RINCÓN, quien los demandó ejecutivamente a través del abogado RUBÉN DARÍO GARCÍA RODRÍGUEZ, pretendiendo el pago de la obligación allí estipulada, siendo invocados tales instrumentos como título ejecutivo.

ACTUACIONES PROCESALES
1.- Acreditada la condición de disciplinable de los denunciados, según consulta realizada a la página Web del Registro Nacional de Abogados, se estableció que los doctores RUBÉN DARÍO GARCÍA RODRÍGUEZ, identificado con la C.C. No. 7.534.244, y WILLIAM FRANCO AGUDELO, identificado con la C.C. No. 7.529.529, se encuentran inscritos con T.P. 52722 y 50299, respectivamente, vigentes
, el Magistrado sustanciador a quo mediante auto del 17 de julio de 2008 abrió investigación disciplinaria en disfavor de los precitados profesionales del derecho, de conformidad con lo preceptuado en el artículo 104 de la Ley 1123 de 2007, señalando como fecha para llevar a cabo la Audiencia de Pruebas y Calificación Provisional el 28 del mismo mes y año, hora 5:00 de p.m.; además se ordenó acreditar la vigencia de las tarjetas profesionales y los antecedentes disciplinarios de los investigados.

2.- El doctor WILLIAM FRANCO AGUDELO allegó el 22 de julio de 2008, copia del escrito dirigido por él al abogado RUBÉN DARÍO GARCÍA RODRÍGUEZ y la respuesta de éste sobre el asunto relacionado con la cesión de contratos.

3.- Se dio inicio a la audiencia de pruebas y calificación provisional del 28 de julio de 2008, a la cual asistieron los investigados, quienes manifestaron asumir su propia defensa, procediendo a rendir versión libre.

Versión libre del doctor WILLIAM FRANCO AGUDELO
Indicó que dada la relación con su colega RUBÉN DARÍO GARCÍA, y dada la gestión realizada por dicho profesional para la homologación o nivelación salarial de varios servidores públicos vinculados a las Secretarías de Educación de Armenia como del Departamento del Quindío, consideró dicho profesional que él era la persona quien le podía colaborar en esas lides jurídicas, fue así como adelantó las respectivas reclamaciones administrativas, obteniéndose como resultado la negativa por parte dichos ente ante la carencia de presupuesto, y que ante tal circunstancia procedió a expedir un paz y salvo al personal que le había conferido poder para esos asuntos, con lo cual se dejaba sin efecto alguno unos contratos de prestación de servicios, pero que si se lee con detenimiento los mencionados paz y salvos, ellos solamente cobijaban al personal administrativo del Departamento del Quindío, más no a los del Municipio de Armenia.

Además indicó el expositor,  que a pesar de la circunstancia antes anotada, el doctor RUBÉN DARÍO GARCÍA desde hace unos meses le venía insistiendo que le cediera aquellos contratos de prestación de servicios profesional del personal correspondiente al Municipio de Armenia, a lo cual accedió bajo la condición que fuera para la regulación de los honorarios previstos en dichos instrumentos, por lo que fue citado en dos oportunidades al Juzgado Tercero Laboral de Armenia, a efectos de reconocer su firma y el contenido de la aludida cesión de los contratos.

Finalmente solicitó ser relevado de cualquier cargo de orden disciplinario, porque en su sentir no se encuentra incurso en falta de carácter ético, en tanto, se declaró inconforme con el trato “injusto” que le han dado los quejosos frente a esta situación.

Versión libre del doctor RUBÉN DARÍO GARCÍA RODRÍGUEZ
En extensa exposición manifestó el aquejado, que después de haber fungido como funcionario de la Gobernación del Quindío, fue abordado por varios empleados de dicha entidad con el fin de lograra una nivelación salarial de los mismos, razón por la cual se convirtió en gestor de esas reclamaciones, por lo que procedió a explicar los pormenores de las diferentes actividades realizadas frente a tales encargos, indicando a la vez que tales labores se iniciaron desde el año 2002.

De otra parte hizo saber el inculpado, que él fue la persona encargada de redactar los diferentes escritos, los que una vez elaborados, procedía a buscar al doctor WILLIAM FRANCO para que se los firmara, a efectos de poder agotar la vía gubernativa en cada caso.

Además precisó el inculpado, que en relación con los citados contratos de prestación de servicios profesionales, éstos fueron elaborados de manera individual con cada reclamante, sin que se hubiese acudido a realizarlos de manera colectiva; y en cuanto a los paz y salvos cuestionados indicó que ello se hizo respecto de los empleados del Departamento del Quindío, siendo elaborados por el mismo versionante y firmados por su colega WILLAIM FRANCO, los cuales expidió bajo el entendido de que quedaban en libertad los reclamantes de acudir a las acciones contenciosas, precisando además, tener pleno derecho a los honorarios acordados en cada uno de aquellos contratos, toda vez que gracias a su gestión y la de su compañero WILLIAM FRANCO se logró evitar la prescripción de aquellas acciones, razón por la cual, en sentir del investigado, tiene plena validez jurídica y legal la cesión de dichos contratos, cuyo propósito es obtener el reconocimiento de los estipendios a los cuales tienen derechos los profesionales que inicialmente intervinieron a las multicitadas reclamaciones, por lo que acudió a la justicia ordinaria con tal propósito.

- Posteriormente, la Magistrada sustanciadora concedió la palabra a los aquejados para dar curso a las solicitudes de pruebas, procediendo la operadora judicial a petición de los investigados, en aras de garantizar el derecho de defensa de éstos, y de acuerdo con las previsiones del artículo 105 de la Ley 1123 de 2007, dispuso la suspensión de la audiencia para reanudarla el 5 de agosto de 2008, hora 9:00 a.m.

4.- La Secretaría Judicial de la Sala allegó certificados de antecedentes disciplinarios, expedidos el 24 de julio de julio de 2008, donde consta que el doctor RUBÉN DARÍO GARCÍA RODRÍGUEZ registra sanción de censura del 25 de agosto de 2005, en tanto el abogado WILLIAM FRANCO AGUDELO no consigna en su haber sanción alguna.
 

5.- Reanudada la audiencia en la fecha anteriormente indicada -5 de agosto de 2008, hora 9:00 a.m.-, la Magistrada sustanciadora a quo concedió el uso de la palabra a los disciplinables para que concretaran sus solicitudes probatorias, procediendo luego a emitir pronunciamiento sobre lo peticionado.
Pronunciamiento sobre pruebas
La Magistrada instructora de instancia accedió al pedimento de los disciplinables ordenando:
-Documental
Ordenó incorporar y tener como pruebas: i) la solicitud de certificación que hiciera el abogado William Franco Agudelo al Juzgado Tercero Laboral del Circuito de Armenia
; II) los escritos dirigidos por el doctor William Franco Agudelo al abogado Rubén Darío García Rodríguez, en relación con los hechos examinados y la respuesta que le ofreciera éste
; iii) incorporar la documental aportada por el doctor Rubén Darío García Rodríguez al momento de rendir versión
.
-Testimonial

Se accedió a recepcionar el testimonio de Alba Lucía Restrepo Aranzazu, requerido por el investigado García Rodríguez.
Pruebas ordenadas de oficio:

Documental
Se dispuso librara los siguientes oficios:

i) a las Secretarías de Educación de la Gobernación del Quindío y Municipio de Armenia, para que remitieran copias de las peticiones que los abogados William Franco Agudelo y Rubén Darío García Rodríguez hicieron en representación de los proponentes de la queja, así como de las respuestas ofrecidas, allegando copia de los respectivos poderes; ii) a las mismas Secretarías para que remitieran copia de los actos administrativos de reconocimiento de la nivelación u homologación salarial y pago del retroactivo a los proponentes de la queja, certificando si les fue descontado dinero alguno por concepto de honorarios e impuesto del IVA, indicando cuál fue el monto y a favor de qué abogado; iii) a los mismos entes, para que certifiquen si los profesionales del derecho William Franco Agudelo y Rubén Darío García Rodríguez interpusieron recursos frente a las respuestas dadas por la administración frente a las reclamaciones de los proponentes de la queja sobre nivelación u homologación del personal administrativo de tales entidades; iv) al Ministerio de Educación Nacional para que informara las gestiones adelantadas por los procesados en representación de los proponentes de la queja, respecto de la nivelación u homologación salarial y pago del retroactivo, debiendo allegar copia de las peticiones y de las respectivas respuestas; v) al mismo Ministerio para que remitan copia de la Directiva No. 010 del 30 de junio de 2005, e igualmente indicar qué incidencia o intervención tuvieron los abogados investigados en la expedición de tal acto; vi) al mismo Ministerio para que indicaran si dicha entidad solicitó concepto al Consejo de Estado acerca de la viabilidad de conceder la nivelación u homologación salarial al personal administrativo adscrito a las Secretarías de Educación, allegando copia de esa solicitud y del concepto emitido; vii) solicitar copia de la Resolución No. 2171 del 17 de mayo de 2006, emitida por el Ministerio de Educación, referente al procedimiento de la nivelación u homologación salarial del personal administrativo de las Secretarías de Educación; viii) al Juzgado Séptimo Civil Municipal de Armenia, para que remita copia del proceso ejecutivo promovido por Jenny Marcela García contra de Yolanda Cano, informando si hubo el trámite de cesión del crédito previsto en el artículo 1969 del Código Civil, igualmente si ello fue aceptada por la cesionaria del crédito y si atendiendo a las cláusulas del contrato se acreditó cuál fue el resultado obtenido por los proponentes de la queja para obtener el pago de honorarios a que se refiere ese proceso ejecutivo; ix) a los Juzgados Primero, Segundo y Tercero Laboral del Circuito de Armenia para que certifiquen sobre los procesos promovidos por el abogado Rubén Darío García Rodríguez en contra de los proponentes de la queja, encaminados a obtener el cobro de sus honorarios profesionales estipulados en los contratos cuya copia se adjuntó a la queja disciplinaria; x) a la Oficina Judicial de Armenia, para que certifique el número de procesos promovidos por el abogado Rubén Darío García Rodríguez contra de los proponentes de la queja. Obtenido lo anterior, oficiar a dichos despachos judiciales para que certifiquen el trámite dado a los mismos.

De otra parte se ordenó tener como prueba trasladada, la copia de la queja, del escrito de explicaciones y de la versión libre, que obran en el proceso disciplinario tramitado en la Sala de instancia contra el abogado Luis Albeiro Rodríguez Ramírez, radicado bajo el No. 2006-00098.

Testimonial

Además la Magistrada a cargo de la audiencia, ordenó escuchar las declaraciones de  JENNY Marcela García, Yolanda Cano Gómez, Alexander Walteros, Mónica Ximena Trejos, Leonardo Gallego y Saúl Aguirre.

Acto seguido la señora YOLANDA CANO GÓMEZ, en su condición de ser una de las proponentes de la queja, allegó copia de varios documentos
, los cuales fueron incorporados como prueba al proceso por guardar relación con los hechos investigados, frente a los cuales se dijo que se les dará el valor probatorio en su oportunidad procesal pertinente, corriéndose el traslado correspondiente a los inculpados, quienes los auscultaron en el acto, sin que se hubiese dado objeción alguna.

Se suspendió la audiencia para continuarla el 19 de agosto de 2008, hora 9:00 a.m.

6.- La Magistrada de instancia ante la falta de disponibilidad de Sala para llevar a acabo la diligencia en la fecha prevista
, mediante auto del 6 de agosto de 2008 dispuso para la reanudación de la misma el 22 de agosto de 2008, hora 9:00 a.m.

7.- Se allegaron las fotocopias del proceso disciplinario radicado No. 2006-00098, adelantado por el Seccional de instancia contra el abogado LUIS ALBEIRO RODRÍGUEZ R. mediante queja de la señora BEATRIZ MORENO DE ACEVEDO y otros, por hechos similares a los examinados en este investigativo, el cual se encuentra en segunda instancia ante el Superior en apelación, las que fueron ordenadas para que obraran como prueba trasladada en el presente instructivo.

8.- La Juez Tercera Laboral del Circuito de Armenia mediante oficio del 8 de agosto de 2008, informó que los procesos relacionados por la Entidad no corresponden a procesos promovidos por el doctor Rubén Darío García Rodríguez, figurando como demandante en varios de ellos el doctor LUIS ALBEIRO RODRÍGUEZ RAMÍREZ.

9.- La Jefe de la Oficina Judicial de Armenia, comunicó el 8 de agosto de 2008, que se encontraron presentadas el 13/06/08 por el abogado RUBÉN DARÍO GARCÍA RODRÍGUEZ, las demandas ejecutivas promovidas en contra de las señoras YOLANDA CAGUA CASTELLANOS y YOLANDA CANO GÓMEZ, las cuales le correspondieron por reparto de la misma fecha, en su orden, a los Juzgados 5º y 7º Civiles Municipales de esa ciudad.

10.- La Secretaría de Educación Departamental del Quindío, mediante oficio radicado el 11 de agosto de 2008, adjuntó copia de los reportes de transmisión vía fax, con fecha 8 de agosto del mismo año, por medio de los cuales se dio traslado a varias reclamaciones a la Secretaría Municipal de Educación de Armenia, por ser un asunto de su competencia.

11.- La Juez Primera Laboral del Circuito de Armenia mediante oficio del 11 de agosto de 2008 certificó, que el abogado RUBÉN DARÍO GARCÍA RODRÍGUEZ no ha adelantado procesos en ese despacho en contra de los quejosos.

12.- La Juez Segunda Laboral del Circuito de Armenia mediante oficio del 11 de agosto de 2008, informó que en ese despacho no se tramitó ningún proceso en contra de las personas relacionadas en su oficio CSJQ-2236 del 6 de agosto del mismo año, donde figure como demandante el abogado RUBÉN DARÍO GARCÍA RODRÍGUEZ.

Adicionalmente comunicó que en ese Juzgado se tramitaron 34 procesos por el doctor GARCÍA RODRÍGUEZ, en contra de HENRY GIRALDO, MIRIAM BUENO CALDERON Y OTROS, dentro de los cuales se negó el mandamiento ejecutivo el 26 de febrero de 2008.

13.- El Juzgado Tercero Laboral del Circuito de Armenia, con oficio radicado el 12 de agosto de 2008, remitió la certificación solicitada por el abogado WILLIAM FRANCO AGUDELO, informando de acuerdo con el archivo de ese despacho, “se encontró la audiencia celebrada el 29 de abril de 2008 donde compareció el mencionado abogado FRANCO AGUDELO; lo anterior teniendo en cuenta que las demandas presentadas por el abogado RUBÉN DARÍO GARCÍA RODRÍGUEZ, unas fueron retiradas y otras remitidas directamente por este despacho a los Juzgados Civiles municipales de esa ciudad.”

14.- La Unidad de Registro Nacional de Abogados y Auxiliares de la Justicia mediante certificaciones del 1º de agosto de 2008, hizo constar que los doctores RUBÉN DARÍO GARCÍA RODRÍGUEZ y WILLIAM FRANCO AGUDELO identificados con las cédulas de ciudadanía Nos. 7.534.244 y 7.529.529 se encuentran inscritos como abogados con T.P. No. 52722 y 50299 vigentes, respectivamente; igualmente informó las direcciones registradas.

15.- El Juzgado Quinto Civil Municipal de Armenia mediante oficio del 13 de agosto de 2008, certificó el trámite impreso al proceso EJECUTIVO SINGULAR promovido por JENNY MARCELA GARCÍA RINCÓN, apoderado RUBÉN DARÍO GARCÍA RODRÍGUEZ contra YOLANDA CAGUA CASTELLANOS, radicado bajo el No. 2008-0292-0.

16.- El Secretario de Educación Municipal de Armenia informó en comunicación radicada el 13 de agosto de 2008, sobre el proceso de homologación y nivelación salarial origen de este asunto disciplinario, remitiendo copia de los actos administrativos mediante los cuales se dio trámite a cada reclamación; documentos con los que se conformó el anexo 2.

17.- El Juzgado Séptimo Civil Municipal de Armenia con oficio del 13 de agosto de 2008, informó que dentro del proceso EJECUTIVO SINGULAR promovido por JENNY MARCELA GARCÍA RINCÓN contra YOLANDA CANO GÓMEZ, sí le fue notificada a la deudora la cesión del crédito por el cesionario el día 17 de junio de 2008, quien no aceptó tal cesión realizada por el doctor WILLIAM FRANCO AGUDELO, del contrato de prestación de servicias profesionales suscrito el 17 de julio de 2002 a la cesionaria JENNY MARCELA GARCÍA RINCÓN. Indicó que en los anexos de la demanda se aportó copia de la Resolución No. 0558 del 18 de mayo de 2007, expedida por la Alcaldía de Armenia, donde se dispuso pagar unas sumas de dinero a favor de la citada demanda; documentos con los que se conformó el anexo 3.

18.- El 22 de agosto de 2008 se continuó la audiencia de pruebas y calificación provisional con asistencia de los disciplinables, sin comparecencia del Ministerio Público, procediendo la Magistrada instructora a escuchar las declaraciones de: JENNY MARCELA GARCÍA RINCÓN, MÓNICA XIMENA TREJOS LÓPEZ, ALBA LUCÍA RESTREPO ARANZALEZ, ALEXANDER WALTEROS RONCANCIO, YOLANDA CANO GÓMEZ y LEONARDO GALLEGO.

Declaración de JENNY MARCELA GARCÍA RINCÓN

Previas las advertencias de ley, manifestó haber acordado mes y medio antes de esa diligencia, una cesión de crédito gratuito con el doctor William Franco, enterándose a grandes rasgos de ese proceso, toda vez que simplemente fue la cesionaria del crédito en ese negocio, en aproximadamente unas doscientas personas; indicando que esa fue su única participación en ese asunto, pues del resto no tiene conocimiento porque no intervino directamente, por cuanto todo lo hizo el doctor Rubén Darío García Rodríguez, quien es su padre.

Al tomar la palabra el doctor Franco Agudelo, realizó el siguiente interrogatorio, dándose las respectivas respuestas, así:

“¿Donde, qué día y cuando usted y yo hemos charlado al respecto? Respondió: no tuve contacto directamente con él, simplemente usted cedió el crédito y yo di la firma porque mi papá fue el que intervino directamente en este proceso; ¿Quien le llevó los escritos de cesión? Respondió: mi padre; ¿Estaban en blanco o estaban llenos? Respondió: ya estaban firmados de su parte, sólo faltaba mi firma; ¿Pero elaborados a mano y llenados ciertos espacios? Respondió: sí señor.” (sic).
Declaración de la MÓNICA XIMENA TREJOS LÓPEZ

Manifestó no conocer al doctor GARCÍA RODRÍGUEZ, pero sí al investigado FRANCO AGUDELO, desde hace aproximadamente ocho años, cuando dicho profesional les hizo una reunión para la nivelación salarial de funcionarios pertenecientes a la Secretaría de Educación Departamental, quienes suscribieron contrato de prestación de servicios con citado abogado, expidiéndoles éste en el año 2004 un paz y salvo frente a tal contrato, todas vez que fracasó en la gestión  encomendada.

Además hizo saber, que el doctor WILLIAM FRANCO AGUDELO le cedió aquellos contratos a una persona desconocida y al abogado RUBÉN DARÍO GARCÍA RODRÍGUEZ, enterándose de esa situación por una notificación que llegó a la Secretaría de Educación Municipal, ante la demanda promovida en el Juzgado Séptimo Civil Municipal de Armenia, donde se encuentran accionadas aproximadamente 350 personas, entre las que se encuentra incluida de declarante.

Señaló que todos los empleados demandados ejecutivamente para el cobro de los aludidos honorarios laboran para el municipio de Armenia; en tanto, los derechos de nivelación finalmente fueron reconocidos por el Ministerio de Educación Nacional, mediante la Directiva de dicha entidad, habiéndole conferido poder para esa reclamación al abogado LUIS ALBEIRO RODRÍGUEZ, luego de obtenido el multicitado paz y salvo expedido por el investigado FRANCO AGUDELO.

Al ser interrogada la señora TREJOS LÓPEZ por el investigado RUBÉN DARÍO GARCÍA RODRÍGUEZ, precisó que era empleada del Municipio de Armenia, pero a la vez es del nivel Nacional porque se le paga con fundamento en el sistema general de participación, conforme la asignación al citado ente territorial, al punto que la resolución mediante la cual se le reconoció la nivelación salarial fue expedida por el dicho Ministerio, haciendo alusión el sistema general de participación; indicando finalmente, que tal reconocimiento se debió a la gestión de su abogado LUIS ALBEIRO RODRÍGUEZ.

Declaración de ALBA LUCÍA RESTREPO ARANZALEZ
Manifestó conocer a los abogados investigados hace bastante tiempo, desde  cuando era funcionaria del Departamento del Quindío, y concretamente al doctor RUBÉN DARÍO GARCÍA RODRÍGUEZ en el gobierno de BELÉN SÁNCHEZ CÁCERES durante los años 96 y 97, del cual hizo parte del gabinete departamental como Secretario de Gobierno, en tanto la deponente laboraba en la Secretaría de Educación Departamental como Directora Administrativa, con régimen salarial departamental y no nacional, siendo ese el caso de los quejosos.

Igualmente indicó que tuvo conocimiento por información del mismo doctor RUBÉN DARÍO GARCÍA RODRÍGUEZ, que iba representar a los trabajadores en la reclamación de la nivelación salarial, pues alegada que reivindicación era justa, conociendo que algunos familiares de la deponente le confirieron poder al abogado WILLIAM FRANCO AGUDELO para esos efectos, pero que aquellos le informaron haber estado en varias reuniones donde el doctor GARCÍA RODRÍGUEZ coordinó con los funcionarios la aludida reclamación sobre nivelación salarial.

Además la expositora aportó en 18 folio, varios documentos relativos a los compromisos adquiridos por el Municipio de Armenia, el Departamento del Quindío y el Ministerio de Educación, respecto de la referida reclamación de nivelación salarial. Por último, ante cuestionario del doctor RUBÉN DARÍO GARCÍA RODRÍGUEZ, manifestó la declarante, que en relación su hermana quien reclamó esa nivelación, se tuvo en cuenta la gestión del abogado WILLAIM FRANCO AGUDELO, toda que ello permitió interrumpir la prescripción de esa obligación en cabeza de los entes a quienes se les reclamó.

Declaración de ALEXANDER WALTEROS RONCANCIO

Indicó no distinguir al doctor RUBÉN DARÍO GARCÍA RODRÍGUEZ, pero sí al doctor WILLIAM FRANCO AGUDELO, porque le confirió poder en el año 2002 para la nivelación salarial ante la Secretaría de Educación Municipal, sin tener conocimiento que dicho profesional tuviera relación en la contratación con el togado primeramente mencionado. Además informó, que frente a esa gestión no hubo pago de honorarios, por cuanto no hubo resultado alguno; para finalmente informar, haber obtenido paz y salvo donde el abogado contratado declaró esa situación frente al encargo encomendado.
Declaración de la señora YOLANDA CANO GÓMEZ
Hizo saber haberle conferido poder al doctor WILLIAM FRANCO AGUDELO en el año 2002, para la reclamación de la nivelación salarial, celebrando el respectivo contrato de servicios, donde se pactó como honorarios el 50%, desconociendo alguna relación entre aquél profesional y el abogado RUBÉN DARÍO GARCÍA RODRÍGUEZ, como tampoco haber estado en reunión alguna relacionada con la reclamación de los referidos derechos donde éste se encontrara presente; indicando además dicho profesional solamente surge en el escenario de estos hecho al momento en que se le hace la cesión del contrato de prestación de servicios, con lo que se inicia la cuestionada acción ejecutiva, donde se encuentra demanda la declarante en el Juzgado Séptimo Municipal del Circuito por la suma de $71.000.000, cuando lo percibido por tal reclamación fue la cantidad de $52.000.000, por gestión realizada por el abogado LUIS ALBEIRO RODRÍGUEZ.

Además cuestionó y trató de irresponsables y deshonestos a los abogados investigados, por haber cedido el doctor FRANCO AGUDELO un contrato frente al cual había expedido un paz y salvo, máxime cuando al decir de la deponente, su gestión fue adversa y sin resultado favorable alguno, llegando al punto de ser embargado su sueldo, indicando que se le quiere quitar el producto de más de 27 años de trabajo al Magisterio.

Ante preguntas del doctor FRANCO AGUDELO, se dio lo siguiente: 

“Preguntado: Porque usted dice que yo WILLIAM FRANCO AGUDELO la ha demandado? Respondió: Por que a usted fue al que le firmé el contrato de servicios, no a RUBÉN DARÍO GARCÍA RODRÍGUEZ; Preguntado: La demanda que usted dice que tiene en un Juzgado Civil Municipal que no la conozco, quien actúa como parte demandante y como apoderado? Respondió: Como demandante JENNY MARCELA GARCÍA, como apoderado RUBÉN DARÍO GARCÍA RODRÍGUEZ, pero como cedente del contrato WILLIAM FRANCO AGUDELO; Preguntado: Alguna vez en forma personal y directa o por intermedio de alguna otra persona le he exigido el pago de alguna suma de honorarios? Respondió: No lo exigió, pero lo está exigiendo ahora porque no debió haber cedido un contrato el cual usted ya había caducado y dejado sin efecto legal alguno.” (sic).
La declarante entregó en veinticinco folios copia de varios documentos que se incorporaron a la actuación procesal, inherentes al derecho de petición realizado por el abogado WILLIAM FRANCO AGUDELO al Secretario de Educación de Armenia, como son: i) una relación de personas con su número de identificación, acta de terminación del contrato de prestación de servicios entre el citado profesional del derecho y algunos poderdantes, ii) contrato de prestación de servicios suscrito entre WILLIAM FRANCO AGUDELO y YOLANDA CANO GÓMEZ, iii) escrito dirigido por dicho abogado al doctor RUBÉN DARÍO GARCÍA RODRÍGUEZ, iv) paz y salvo extendido por el doctor FRANCO AGUDELO al personal administrativo adscrito al sector educativo del Departamento del Quindío, v) constancia de paz y salvo y ratificación del paz y salvo que el aludido profesional del derecho extendiera en junio 8 de 2004, todos ellos en relación con la gestión adelantada para la nivelación salarial y/o homologación, vi) copia del memorial dirigido por RUBÉN DARÍO GARCÍA RODRÍGUEZ al Juez Séptimo Civil Municipal de Armenia dentro del proceso ejecutivo 2008-281, y vii) auto emitido por el citado operador judicial.
Declaración del señor LEONARDO GALLEGO
Dicho deponente hizo similar relato a sus antecesores, precisando que su relación frente a los hechos examinados solamente de dio con el abogado WILLIAM FRTANCO AGUDELO, en tanto con el letrado RUBEN DARÍO GARCÍA RODRÍGUEZ solo lo vino a distinguir con ocasión de este proceso disciplinario; además hizo saber que al momento de la diligencia fungía como funcionario del orden municipal, mientras que antes lo era del Departamento del Quindío.

Se suspendió la diligencia para reanudarla el 1º de septiembre de 2008 a las 3:00 p.m.

19.- En la fecha y hora indicadas -1° de septiembre de 2008-, se continuó la diligencia, con la asistencia de los investigados, procediendo la Magistrada a quo a escuchar en declaración al señor SAÚL AGUIRRE SÁNCHEZ, y además tener como prueba para el proceso la documental allegada, corriéndose el respectivo traslado a los investigados, quienes no presentaron objeción alguna.

Declaración del señor SAÚL AGUIRRE SÁNCHEZ
De manera muy imprecisa dicho declarante expuso en cuanto a los hechos investigados, un relato similar a los demás quejoso que comparecieron al presente instructivo, haciendo claridad que en cuanto al poder conferido al abogado WILLIAM FRANCO AGUDELO lo fue de manera general, y que de igual naturaleza fue expedido el paz y salvo por dicho profesional del derecho.

- Seguidamente, el disciplinable WILLIAM FRANCO AGUDELO advirtió que no se encuentra la certificación del Juzgado Tercero Civil del Circuito de Armenia que por escrito solicitara el 31 de julio de 2008, insistiendo en que se allegue.

- A continuación, el doctor RUBÉN DARÍO GARCÍA RODRÍGUEZ plantea la existencia de una irregularidad sustancial que afecta la validez de lo actuado, incluidas las pruebas que han sido incorporadas, habida cuenta que la queja fue dirigida únicamente en contra del abogado WILLIAM FRANCO AGUDELO, no existiendo al interior del proceso auto que ordene su vinculación, pese a que existen actuaciones de su parte que podrían convalidar dicho vicio, estima que es el momento procesal para corregir dicha irregularidad, por lo cual solicitó con fundamento en el artículo 98.3 de la Ley 1123 de 2007, la nulidad de toda la investigación en los términos indicados, y que al requerir a las autoridades para el envío de copias de documentos, se les indique que éstas cumplan con las rigurosidades de ley

- Se suspendió la diligencia para reanudarla el 16 de septiembre de 2008 a las 3:00 p.m., donde será decidida la nulidad impetrada por el investigado GARCÍA RODRÍGUEZ
, la cual no se realizó, fijándose por auto del 4 de noviembre del mismo año para llevar a cabo la audiencia el día 10 de noviembre siguiente a las 9:00 a.m.

20.- Se continuó la diligencia en la fecha anteriormente indicada con la asistencia de los investigados, procediendo la Magistrada de instancia a pronunciarse sobre la solicitud de nulidad impetrada por el investigado RUBÉN DARÍO GARCÍA RODRÍGUEZ, señalando que el artículo 67 de la Ley 1123 de 2007 establece la forma como se inicia la acción disciplinaria, adelantada en el presente evento con fundamento en la queja presentada por la señora EDILMA PERILLA y otros, en cuyo contenido reprochan el comportamiento de los doctores WILLIAM FRANCO AGUDELO y RUBÉN DARÍO GARCÍA RODRÍGUEZ, por lo cual la apertura de investigación disciplinaria los cobijó a los dos conforme auto del 17 de julio de 2008, siendo una facultad oficiosa de que goza la Sala Jurisdiccional Disciplinaria del Consejo Seccional de la Judicatura del Quindío el vincular a los presuntos partícipes, proveído que les fue notificado personalmente a los citados profesionales del derecho, quienes han gozado de todas las garantías que como sujetos pasivos de la acción disciplinaria les asiste, no advirtiéndose irregularidad alguna, por lo que negó la nulidad, decisión notificada en estrados a los intervinientes; interponiéndose por el encartado GARCÍA RODRÍGUEZ los recursos de reposición y de apelación en forma subsidiaria, exponiendo algunas razones como soporte de su disenso, corriendo traslado la Magistrada sustanciadora al investigado FRANCO AGUDELO, quien manifestó no agregar nada al respecto.
Acto seguido la operadora judicial expresó que el recurrente no sustentó el recurso de reposición, por cuanto ningún ataque desplegó en contra de los argumentos que negaron la nulidad invocada, desviando su intervención al planteamiento de otros aspectos que no vienen al caso; no obstante hace saber que la acción disciplinaria es autónoma e independiente de otras ramas del derecho, por tanto, no hay lugar a la prejudicialidad alegada por el reclamante, decidiendo mantener la decisión recurrida, la cual no admite apelación, siendo notificada en estrados a los intervinientes.

En uso de la palabra el togado GARCÍA RODRÍGUEZ, insistió en la concesión del recurso de apelación conforme a lo dispuesto en el Ley 1123 de 2007 y disposiciones pertinentes del Código de Procedimiento Civil, sin embargo, atendida la posición del Despacho desistió del mismo, exponiendo en el acto la señora Magistrada, que no se puede desistir de lo que no se ha concedido; precisando que conforme a los parámetros del artículo 81 del actual Estatuto del Abogado, la negativa sobre el decreto de una nulidad no admite el recurso de apelación.

Continuando con el trámite de la audiencia, la Magistrada informó a los intervinientes la existencia de pruebas incompletas, entre ellas la solicitada por el doctor FRANCO AGUDELO, a quien requirió para que concretara el despacho judicial donde reposaba la misma, pues tal probanza está encaminada a soportar lo expuesto en su versión, exponiendo el citado profesional del derecho que no recuerda el nombre de las partes, dado que fue citado al reconocimiento de unas firmas y contenido, tratándose de tres diligencias a las que asistió, sugiriendo que el abogado RUBÉN DARÍO GARCÍA RODRÍGUEZ, por ser el demandante en los citados asuntos, sea quien preste la colaboración respectiva, a lo cual accedió la funcionaria judicial, manifestando el doctor GARCÍA RODRÍGUEZ que en el transcurso de la semana traería la información requerida y en el evento de tener algunos documentos los allegaría en copia simple.

Señaló la Magistrada instructora que por ser el proceso ejecutivo tramitado en el Juzgado Séptimo Civil Municipal demasiado voluminoso y dado que el citado despacho no allegó la totalidad del mismos, se practicaría diligencia de Inspección Judicial, en cuyo decurso se incorporarían fotocopias auténticas de las piezas procesales pertinentes relacionadas con el objeto de la investigación, pretendiendo demostrar los argumentos defensivos esbozados, máxime cuando el inculpado GARCÍA RODRÍGUEZ expuso que modificó y reformó la demanda, indicando a los disciplinados que precisen cuáles consideran de interés para su incorporación. Igualmente se requerirá a los demás despachos judiciales para que complementen la información relacionada con los procesos tramitados en razón de los hechos investigados, allegando copia auténtica de las decisiones y documentos que se relacionen  con las demandas presentadas por los citados abogados en representación de los aquí quejosos.

Finalmente dispuso la sustanciadora, que se oficiara a la Gobernación del Departamento del Quindío, para que remitiera copia auténtica de las actuaciones adelantadas por los profesionales del derecho investigados, referentes a las reclamaciones que hicieron a favor de los proponentes de la queja sobre la nivelación y homologación, así como de los poderes presentados y respuestas ofrecidas; solicitándose lo mismo a la Secretaría Municipal de Educación, pues las copias remitidas se limitan a una petición del abogado FRANCO AGUDELO sin que exista contestación, de acuerdo a como fue ordenada la prueba en sesión pasada, todo ello encaminado a esclarecer los hechos materia de investigación y demostrar los argumentos defensivos de los disciplinados.

Se suspendió la diligencia para reanudarla el 24 de noviembre de 2008 a las 10:00 a.m.

21.- El Juzgado Segundo laboral del Circuito de Armenia mediante oficio del 14 de agosto de 2008, remitió copias auténticas de los documentos que reposan en los 29 expedientes relacionados -archivados definitivamente-, donde es demandante RUBÉN DARÍO GARCÍA RODRÍGUEZ; aclarando que de cada proceso sólo se envían la demanda y el auto del despacho donde se abstuvo de librar mandamiento ejecutivo, toda vez que el doctor JULIAN ERNESTO MURILLAS BEDOYA, apoderado del demandante, oportunamente retiró los anexos aportados con las demandas; respecto de las otras 5 demandas referenciadas, pertenecientes también al mismo grupo, indicó remitirse ante la Sala Civil-Familia Laboral del Tribunal Superior de Armenia, por cuanto se encuentran surtiéndose el recurso de alzada desde el 31 de marzo de 2008, impetrado por el apoderado del demandante contra el auto del 26 de febrero del mismo año mediante el cual el despacho se abstuvo de librar mandamiento ejecutivo.

22.- Se continuó la audiencia de pruebas y calificación provisional donde el abogado WILLIAM FRANCO AGUDELO hizo su correspondiente registro, sin que compareciera el disciplinado RUBÉN DARÍO GARCÍA RODRÍGUEZ ni allegara memorial excusándose por no asistir siendo esta obligatoria, se dispuso el aplazamiento de la misma, así como su requerimiento de conformidad con lo dispuesto en el parágrafo del artículo 104 de la Ley 1123 de 2007; se fijó el día 1º de diciembre de 2008 a las 3:00 p.m., para la reanudación de la diligencia.

23.- El 24 de noviembre de 2008 la Secretaría de Educación Departamental del Quindío, remitió copia de los poderes y solicitudes que ante esa dependencia presentó el doctor WILLIAM FRANCO AGUDELO con motivo de la nivelación y homologación salarial del personal administrativo, así como copia de las respuestas y demás actuaciones provenientes de dicha oficina; documentos con los cuales se conformó el anexo 5.

24.- La Secretaría de Educación Municipal de Armenia con oficio del 21 de noviembre de 2006, informó que haría llegar copias de las actuaciones presentadas por el abogado WILLIAM FRANCO AGUDELO y sus respuestas, a favor de los funcionarios o ex funcionarios administrativos de la Secretaría de Educación Municipal de Armenia, así como de los poderes a él otorgados.  

En relación con el abogado RUBÉN DARÍO GARCÍA RODRÍGUEZ, indicó que éste no radicó petición alguna a favor de los beneficiarios del pago retroactivo por concepto de homologación y nivelación salarial; aportó documentos con lo cual se conformó el anexo 6.

25.- El disciplinado RUBÉN DARÍO GARCÍA RODRÍGUEZ mediante escrito radicado el 27 de noviembre de 2008, se excusó por asunto imprevisto de la asistencia a la diligencia del 24 del mismo mes y año.
 

26.- El 28 de noviembre de 2008, el doctor GARCÍA RODRÍGUEZ informó acerca de los procesos adelantados ante el Juzgado Tercero Laboral del Circuito de Armenia.

27.- En la fecha y hora previamente dispuesta -1º de diciembre de 2008 a las 3:00 p.m.- se dio inicio a la audiencia de pruebas y calificación provisional con asistencia de los disciplinados, procediendo la Magistrada a quo a hacer referencia de los documentos allegados por la Secretaría Departamental de Educación del Quindío, Secretaría Municipal de Educación de Armenia, y de los Juzgados Laborales de esa ciudad, la cual fue incorporada como prueba, corriéndosele traslado de la misma a los investigados, quienes luego de consultarla no presentaron objeción alguna.

La operadora judicial dispuso suspender la diligencia, como quiera que no se solicitó la documental al Juzgado Tercero Laboral del Circuito de Armenia, además se encontraba pendiente de realizar la Inspección Judicial al proceso ejecutivo adelantado por JENNY MARCELA GARCÍA RINCÓN contra YOLANDA CANO GÓMEZ y otros, para reanudarla el 15 de diciembre de 2008, hora 3:00 p.m.

28.- Mediante escrito del 1º de diciembre de 2008, los señores YOLANDA CANO GÓMEZ y otros solicitaron, escuchar en declaración al señor LUIS FERNANDO MARÍN ORTÍZ, compañero de trabajo en la Institución Educativa Santa Teresa de Jesús, a quien el abogado WILLIAM FRANCO AGUDELO le entregó el “paz y salvo original para los funcionarios administrativos al servicio de Educación”.

29.- El Juzgado Tercero Laboral del Circuito de Armenia mediante oficio del 9 de diciembre de 2008, remitió copia de la diligencia de reconocimiento de documento, celebrada el 28 de abril de 2008 dentro del proceso ejecutivo de primera instancia promovido por el doctor RUBÉN DARÍO GARCÍA RODRÍGUEZ contra la señora NELSY LONDOÑO LOAIZA, radicado No. 2008-79.

30.- El precitado despacho judicial informó en comunicación del 15 de diciembre de 2008, que los procesos 2008-77, 2008-78, 2008-189, 2008-190 y 2008-191 fueron tramitados en ese despacho, retirados por el apoderado de la parte demandante en el mes de junio de 2008, no figurando en sus archivos copias de las diligencias de reconocimiento.
 

31.- El 15  de diciembre de 2008 se continuó la audiencia de pruebas y calificación provisional, con asistencia de los investigados, quienes efectuaron sus correspondientes registros, procediendo la Magistrada de instancia a referenciar los oficios allegados por el Juzgado Tercero Laboral del Circuito de Armenia, corriéndosele traslado a los togados encartados, quienes no realizaron objeción alguna frente a tales documentos.

- A continuación la Magistrada sustanciadora, atendiendo al hecho que estaba pendiente la realización de la inspección judicial al proceso ejecutivo adelantado por JENNY MARCELA GARCÍA RINCÓN contra YOLANDA CANO GÓMEZ y otros, el cual tuvo que ser devuelto al Juzgado Séptimo Civil del Circuito de Armenia en razón del fallo de tutela que amparó los derechos fundamentales de los accionantes, suspendió la audiencia para reanudarla el 19 de enero de 2009, hora 3:00 p.m.

32.- Se continuó la audiencia de pruebas y calificación provisional en la fecha y hora establecidas, compareciendo el abogado WILLIAM FRANCO AGUDELO, los proponentes YOLANDA CANO, OVIDIO DE JESÚS GARCÍA y SAÚL AGUIRRE SÁNCHEZ, sin asistencia del disciplinable RUBÉN DARÍO GARCÍA RODRÍGUEZ, siendo ésta obligatoria, procediendo la Magistrada de instancia de conformidad con el artículo 104 de la Ley 1123 de 2007, a suspender la diligencia para continuarla el 27 de enero de 2009 a las 3:00 p.m.

33.- El inculpado RUBÉN DARÍO GARCÍA RODRÍGUEZ mediante memorial del 22 de enero de 2009, presentó excusa por la inasistencia a la audiencia del 19 de enero.

34.- El 27 de enero de 2009 se reanudó la audiencia de pruebas y calificación provisional, dejando constancia la Magistrada sustanciadora que sólo concurrieron el investigado RUBÉN DARÍO GARCÍA RODRÍGUEZ  y algunos de los proponentes de la queja, sin la asistencia del disciplinable WILLIAM FRANCO AGUDELO, procediendo la operadora judicial de instancia de conformidad con el artículo 104 de la Ley 1123 de 2007, suspendiendo la diligencia para continuarla el 2 de febrero de 2009 a las 10:00 a.m.

35.- El investigado WILLIAM FRANCO AGUDELO presentó excusa el 29 de enero de 2009 por la inasistencia a la diligencia del 27 de enero ibídem.

36.- Se continuó la audiencia de pruebas y calificación provisional el 2 de febrero de 2009, con asistencia de los investigados, procediendo la Magistrada instructora a practicar inspección judicial al proceso ejecutivo adelantado por JENNY MARCELA GARCÍA RINCÓN contra YOLANDA CANO GÓMEZ y otros, en cuyo decurso se ordenó tomar fotocopia auténtica del cuaderno No. 1, y de un gran número de piezas procesales del cuaderno No. 2 contentivo de las medidas cautelares, incluidos los folios 277 a 280 solicitados por el investigado GARCÍA RODRÍGUEZ, los que se incorporaron como pruebas; igualmente, la copia del fallo de tutela de primera instancia, emitido por el Juzgado Primero Civil del Circuito de Armenia, dentro de la acción promovida por MARTHA PATRICIA CÉSPEDES PALMA y otros contra el Juzgado Séptimo Civil Municipal de la esa ciudad.

Se suspendió la diligencia para continuarla el 17 de febrero de 2009, hora 3:00 p.m., a fin de tomar las copias ordenadas en el decurso de la inspección judicial
; audiencia que fue traslada para el 25 de febrero ibídem, según auto del 19 de febrero de 2009.

37.- Continuada la diligencia en la fecha y hora prevista con la asistencia de los procesados, la Magistrada a quo dispuso el traslado de las pruebas obtenidas en la inspección judicial practicada al proceso ejecutivo promovido por JENNY MARCELA GARCÍA RINCÓN contra YOLANDA CANO GÓMEZ y otros, así como de las respuestas dadas por el Juzgado Tercero Laboral del Circuito de Armenia, obrantes a folios 258 a 262 de cuaderno 1 principal y del Juzgado Segundo  Laboral del Circuito de esa ciudad correspondiente al anexo No. 4, las cuales objeto de traslado a los intervinientes forzosos, sin que dichos profesionales las objetaran.

-Acto seguido, el doctor RUBÉN DARÍO GARCÍA RODRÍGUEZ, reiteró que se allegar copia del Acuerdo de Transacción anexo a la demanda de OLGA PATRICIA CORREA, solicitando en consecuencia, se oficiara al Juzgado Séptimo Civil Municipal de Armenia para que remitiera copia de tal documento, y al Tribunal Superior de la misma ciudad para que enviara copia del fallo emitido dentro de la acción de tutela promovida por MARTHA PATRICIA CÉSPEDES PALMA y otros contra el citado Juzgado; a lo cual accedió la Magistrada de instructora de instancia.

Se suspendió la diligencia para continuarla el 5 de marzo de 2009 a las 3:00 p.m., habida cuenta que existen pruebas pendientes de arrimar al instructivo.
 

38.- El Tribunal Superior del Distrito Judicial de Armenia Sala Civil Familia Laboral, mediante oficio del 29 de febrero de 2009 remitió copia auténtica del fallo proferido por esa Corporación el 30 de enero del mismo año dentro de la acción de tutela promovida por MARTHA PATRICIA CÉSPEDES PALMA, LUZ HELENA MEJÍA DE MORALES y otros contra el JUZGADO SÉPTIMO CIVIL MUNICIPAL DE ARMENIA - QUINDÍO.

39.- El Juzgado Séptimo Civil Municipal de Armenia junto con oficio del 2 de marzo de 2009, envió copia auténtica del Acuerdo de Transacción celebrado entre la codemandada OLGA PATRICIA CORREA y la PARTE DEMANDANTE, por intermedio del apoderado judicial, dentro del proceso ejecutivo adelantado por JENNY MARCELA GARCÍA RINCÓN contra YOLANDA CANO GÓMEZ y otros.

40.- El 5 de marzo de 2009 se reanudó la audiencia de pruebas y calificación provisional con intervención de los abogados investigados, procediendo la señora Magistrada a incorporar como prueba la documental allegada, la cual fue ordenada en sesión anterior, corriéndoles traslado a los disciplinables, quienes no la objetaron.

Acto seguido, el doctor RUBÉN DARÍO GARCÍA RODRÍGUEZ manifestó la existencia de un hecho sobreviniente, que debe allegarse como prueba por resultar de interés, consistente en la revocatoria de unas sentencias favorables al abogado demandante ALBEIRO RODRÍGUEZ RAMÍREZ, por parte del Tribunal Superior de Armenia, dentro de los ejecutivos promovidos contra el personal administrativo de las Secretarías de Educación, relacionados con la homologación de cargos. 
Seguidamente el doctor WILLIAM FRANCO AGUDELO coadyuvó la petición anterior y allegó copia de una ratificación de paz y salvo efectuada el 17 de julio de 2008.

A continuación la Magistrada sustanciadora accedió a la solicitud probatoria de los disciplinables, en aras de garantizar el derecho de defensa de los investigados, decisión que se tomó a pesar de haber transcurrido la etapa probatoria, haciéndole saber al doctor GARCÍA RODRÍGUEZ, que allegara copia del referido fallo, de lo contrario se proseguiría con el curso de la actuación.
Se suspendió la audiencia para continuarla el día 9 de marzo de 2009 a las 9:00 a.m.

41.- Se dio inicio a la audiencia de pruebas y calificación provisional anteriormente dispuesta, con asistencia de los aquejados, quienes realizaron el correspondiente registro de su identidad; se aportaron y decretaron pruebas, y se efectuó la calificación jurídica de la actuación.

-Acto seguido, el investigado RUBÉN DARÍO GARCÍA RODRÍGUEZ allegó copia informal del pronunciamiento de la Sala Civil-Familia-Laboral del Tribunal Superior de Armenia, del 10 de diciembre de 2008, emitido dentro del proceso ejecutivo laboral No. 2007-00398-01, promovido por LUIS ALBERTO RODRÍGUEZ RAMÍREZ contra ZORAIDA ESTHER D’ CASTRO PALMARINE; documental que se arrimó al proceso, corriéndole traslado de la misma al otro procesado, sin que presentara objeción alguna, quedando legalmente incorporada como prueba.

Calificación jurídica de la actuación
Seguidamente y tras realizarse un recuento fáctico y procesal de lo acontecido dentro del legajo, la Magistrada a cargo de la audiencia procedió a residenciar en juicio ético a los abogados WILLIAM FRANCO AGUDELO y RUBÉN DARÍO GARCÍA RODRÍGUEZ, como presuntos responsables a título de dolo, del concurso homogéneo de faltas contra la recta y leal  realización de la justicia y los fines del Estado, descrita en el numeral 9º del artículo 33 de la Ley 1123 de 2007, conducta igualmente prevista en el numeral 2 del artículo 52 del Decreto 196 de 1971, al intervenir en actos fraudulentos en detrimento de intereses ajenos, al ceder los contratos de prestación de servicios suscritos entre el abogado WILLLIAN FRANCO AGUDELO con los proponentes de la queja, donde se reclamaba ante el Departamento del Quindío la homologación, nivelación salarial y pago del retroactivo, cesión que tuvo como fin ejecutar la obligación referente a honorarios allí consignada.

Adujo la operadora judicial, que el encartado FRANCO AGUDELO a sabiendas que había renunciado a los poderes, haberse declarado a paz y salvo, y dejado sin efecto alguno los referidos contratos celebrados con los proponentes de la queja, pretendió el pago de honorarios ante el Municipio de Armenia, pero ante la negativa de dicho ente, los abogados investigados acordaron realizar la cesión de los aludidos contratos de prestación de servicios celebrados con los quejosos, lo que obedeció al decir de la funcionaria investigadora de instancia, a una maniobra engañosa para acudir e inducir fraudulentamente a la administración de justicia, para obtener una orden de pago que permitiera materializar el cobro de una obligación inexistente, sin causa lícita y real, no sólo por las razones antes  expuestas, sino porque el pacto de honorarios estaba sujeto a las resultas de la gestión encomendada, las cuales no se dieron ante lo infructífero de la gestión de los profesionales del derecho investigados, luego el pago no era imperativo.

En cuanto a la modalidad de la conducta, fue imputada a título de dolo, en concurso, porque de las explicaciones de los abogados investigados, se desprende que intervinieron en calidad de cedente y cesionario los doctores WILLIAM FRANCO AGUDELO y RUBÉN DARÍO GARCÍA RODRÍGUEZ, respectivamente, para demandar ejecutivamente a los proponentes de la queja, como en efecto lo hizo el segundo de los nombrados ante el Juzgado 7º Civil Municipal de Armenia; en consecuencia concluyó la funcionaria judicial, que los encartados participaron en la realización de actos fraudulentos en perjuicio de los quejosos, al facilitar por ese medio el adelantamiento de una acción ejecutiva en su contra, para hacer efectiva una obligación inexistente a favor del abogado Franco Agudelo; en tanto, los demandados estaban a paz y salvo y los contratos no tenían para ese entonces efecto jurídico alguno; además, que éste tenía conocimiento que el abogado García Rodríguez no adelantó gestión alguna frente a tal compromiso profesional, ni contrató con los clientes, por cuanto se encontraba inhabilitado para el ejercicio de la profesión como litigante, lo cual no justificaba el cobro de los honorarios ejecutados.

Decreto de Pruebas

Atendiendo las razones esbozadas por el disciplinado RUBÉN DARÍO GARCÍA RODRÍGUEZ, la Magistrada a quo accedió al decreto y práctica de las pruebas dada su procedencia y conducencia, ordenando lo siguiente:
1. Testimonial 

Escuchar el testimonio de: YOLANDA DUQUE NARANJO, GLORIA MARÍN MONTEALEGRE, MARTHA PATIÑO y JAIME BEJARANO ALZATE.

2. Documental
Oficiar a la administración Departamental del Quindío y Municipal de Armenia, para que remitan copia de las peticiones de homologación, nivelación salarial y pago del retroactivo del personal administrativo que hiciera el abogado WILLIAN FRANCO AGUDELO, durante los años 2002 a 2007.

De Oficio
1. Testimonial: 

Escuchar en ampliación de queja a la señora YOLANDA DUQUE NARANJO.

2. Documental
i) Oficiar al Juzgado Séptimo Civil Municipal de Armenia, para que certifique el estado del proceso ejecutivo iniciado en contra de los proponentes de la queja, adelantado por JENNY MARCELA GARCÍA, con posterioridad a la fecha de la práctica de la inspección judicial realizada dentro de este procedimiento disciplinario; ii) incorporar copia de la ratificación del paz y salvo hecha por el abogado WILLIAM FRANCO AGUDELO, visible a folio 78 del c.o.2
Pronunciamiento sobre la legalidad de lo actuado

Seguidamente la Magistrada a cargo de la audiencia, procedió a verificar la legalidad de la actuación, encontrando que se encuentra ajustada a derecho, toda vez que se garantizaron los derechos de los procesados, no vislumbrándose irregularidad alguna que afecte el debido proceso o el derecho de defensa, con la prevalencia del derecho sustancial.
Se señaló el 18 de marzo de 2009 a las 9:00 a.m., para que practicar las pruebas ordenadas en audiencia de juzgamiento

42.- El Secretario de Educación Municipal de Armenia mediante oficio del 12 de marzo de 2010, remitió copia de cada una de las actuaciones realizadas por el doctor WILLIAM FRANCO AGUDELO, relacionadas con el proceso de homologación y nivelación salarial del personal administrativo de la Secretaría de Educación Municipal de Armenia; documentos con los cuales se conformó el anexo 11.

43.- El Director de Administración Educativa de la Secretaría de Educación Departamental del Quindío mediante oficio del 13 de marzo de 2009, relacionó y allegó la documentación que reposa en ese despacho referente a  las solicitudes efectuadas por el abogado WILLIAM FRANCO AGUDELO, con motivo de la nivelación salarial y pago del retroactivo del personal administrativo al servicio de la Secretaría de Educación Departamental del Quindío; documentos con los cuales se conformó el anexo 12.

44.- Al iniciarse la audiencia de juzgamiento el 18 de marzo de 2009 y como quiera que el encartado RUBÉN DARÍO GARCÍA RODRÍGUEZ no compareció, se suspendió la misma, fijándose su realización el 26 de marzo de 2009, hora 10:00 a.m.

45.- El doctor RUBÉN DARÍO GARCÍA RODRÍGUEZ mediante escrito radicado el 24 de marzo de 2009, se excusó por la no asistencia a la audiencia celebrada el 18 de marzo de esa anualidad.

46.- El Juzgado Séptimo Civil Municipal de Armenia remitió con oficio del 16 de marzo de 2009, copia auténtica del proceso Ejecutivo Singular promovido por JENNY MARCELA GARCÍA RINCÓN contra YOLANDA CANO GÓMEZ; documentos con los cuales se conformó el anexo 10.

47.- El 26 de marzo de 2009 se instaló la audiencia de juzgamiento con asistencia de los investigados. Seguidamente la Magistrada sustanciadora le reconoció personería al abogado GUSTAVO ZULUAGA GIRALDO, como defensor del procesado RUBÉN DARÍO GARCÍA RODRÍGUEZ.

A continuación la operadora judicial procedió a evacuar la prueba testimonial ordenada, para lo cual tomó juramento a los declarantes, a quienes además les advirtió sobre el contenido del artículo 442 del Estatuto Penal.

Acto seguido, el doctor ZULUAGA GIRALDO solicitó en aras de garantizar efectivamente el derecho de defensa técnica que asumió, la suspensión de la diligencia y la expedición de copias del proceso, a lo cual accedió la Magistrada instructora, fijándose como fecha para su reanudación el 2 de abril de 2009, hora 3:00 p.m.

48.- Mediante escrito radicado el 31 de marzo de 2009 el doctor GUSTAVO ZULUAGA GIRALDO, defensor del inculpado GARCÍA RODRÍGUEZ, renunció a la recepción de los testimonios de los señores JAIME BEJARANO ALZATE, YOLANDA DUQUE NARANJO y GLORIA MARÍN MONTEALEGRE, quedando vigente el de la señora MARTHA PATIÑO, reservándose el derecho de volverlos a solicitar, en la medida en que las etapas del presente proceso lo permitan; requiriendo el aplazamiento de la audiencia para el estudio adecuado del expediente y poder ejercer debidamente la defensa de su patrocinado.

49.- Mediante auto del 31 de marzo de 2009 la Magistrada a quo en atención a solicitud del defensor del encartado RUBÉN DARÍO GARCÍA RODRÍGUEZ, señaló como nueva fecha para continuar con la audiencia de juzgamiento el 30 de abril del mismo año, hora 3:00 p.m.

Respecto a la renuncia de pruebas que realizó el memorialista, indicó que la oportunidad para resolver tal solicitud era la audiencia allí programada, tal como lo señala el procedimiento establecido en la Ley 1123 de 2007.

50.- En la fecha y hora señaladas se continuó la audiencia de juzgamiento con asistencia de los investigados. Seguidamente la Magistrada sustanciadora A quo resolvió la solicitud relativa al desistimiento de unas testimoniales, realizada por el abogado defensor del procesado RUBÉN DARÍO GARCÍA RODRÍGUEZ, disponiéndose su negativa, dada la procedencia de tal petitum, por cuanto dichas declaraciones resultaban de interés para este instructivo, en consecuencia se ordenó oficiosamente su práctica, sin que se interpusiera recurso alguno frente a tal decisión.

Ampliación de queja de la señora YOLANDA CANO GÓMEZ

Fundamentalmente expuso, que en el trámite de la reclamación administrativa relacionada con la homologación, nivelación salarial y retroactivo como empleada de la Secretaría de Educación Municipal de Armenia, solo tuvo relación profesional con el abogado WILLAIM FRANCO AGUDELO, sin que en momento alguno hubiese tenido comunicación o trato alguno con el abogado RUBÉN DARÍO GARCÍA RODRÍGUEZ para esos efectos, como tampoco haberse enterado que el precitado profesional adelantara gestión relacionada con esos trámites; insistiendo la deponente que al haberle firmado únicamente el poder para esas reclamaciones al abogado FRANCO AGUDELO, la relación frente a este asunto giró en torno a éste profesional.

De otra parte, informó que la gestión encomendada a su nuevo apoderado, doctor LUIS ALBEIRO GARCÍA, para dichos trámites, había sido fructífera, con resultados fueron favorables, al punto de haber logrado el levantamiento de las medidas cautelares impuestas con ocasión de la demanda ejecutiva promovida por el abogado RUBÉN DARÍO GARCÍA RODRÍGUEZ.
Testimonio del doctor Jaime Bejarano Alzate
Informó haber conocido el abogado RUBÉN DARÍO GARCÍA RODRÍGuEZ, en el año de 1997, cuando hizo parte del Gobierno Departamental del Quindío, como secretario de educación, mientras que el citado profesional fungía como Secretario de Gobierno del mismo ente territorial; además hizo saber, que integró dicho gabinete en los años 2001 y 2002, como también el del Municipio de Armenia en los años 98, 99, 200 y del 2004 a 2007, concretamente como Secretario de Educación; por lo que en razón de esas funciones tuvo conocimiento de un derecho de petición presentado por el doctor GARCÍA RODRÍGUEZ, requiriendo información sobre el trámite del proceso sobre homologación y nivelación salarial de los empleados esa Secretaría, a la cual se le dio el trámite de rigor, sin que le hubiese constado que dicho abogado haya realizado reclamaciones en tal sentido.

Testimonio de la señora YOLANDA DUQUE NARANJO

Compareció dicha profesional del derecho en su condición de ex Secretaria de Educación del Departamento del Quindío, informando haber ejercido tal cargo entre enero de 1996 a julio de 1997, y durante los años 2006 a 2007, razón por la cual tuvo conocimiento del trámite de la solicitud de homologación de los empleados administrativos de esa entidad, informando que tal petición la hizo en el 2002 el abogado WILLIAM FRANCO, aclarando que todas las solicitudes sobre este punto las hizo el precitado profesional, pero quien estaba al tanto de los trámite ante esa Secretaría era el abogado RUBÉN DARÍO GARCÍA RODRÍGIUEZ; indicando además que una vez hechas las consulta se le respondió al abogado reclamante sobre la inviabilidad jurídica y financiara para acceder al pedimento de los “administrativos”; ante ello, indicó la declarante, se tuvo conocimiento por parte de esa Secretaría del paz y salvo expedido por el doctor WILLIAM FRANCO.

Además expuso la declarante, que a pesar de lo anterior se hicieron las consultas ante el Ministerio de Educación Nacional, quien a su vez hizo lo mismo al Consejo de Estado, quien en definitiva conceptuó de la obligación legal de pagar la aludida homologación, lo cual así se hizo; pero una vez se dio a conocer tal decisión, se dio la reclamación del abogado WILLIAM FRANCO, solicitando el pago del 50% de los cerca de once mil millones de pesos a erogar por tal concepto; por lo que nuevamente se hicieron las consultas de rigor, teniendo en cuenta la renuncia al encargo y el paz y salvo antes referido, lográndose concluir con el aval del Ministerio, que no había lugar a satisfacer las insistentes reclamaciones del abogado RUBÉN DARÍO GARCÍA RODRÍGUEZ a través de su colega FRANCO, aclarando que fueron muchas las presiones por parte de aquél abogado por lograr ese pago que no les correspondía. Por último manifestó, nunca haber tratado este tema con el abogado WILLIAM FRANCO. 

Testimonio de la señora GLORIA MARÍN MONTEALEGRE

Informó ser funcionaria de la Secretaría de Educación del Quindío, como profesional universitaria; y en relación con la reclamación de la nivelación salarial del personal administrativo de esa entidad, indicó haberle conferido poder al abogado WILLIAM FRANCO, a través de la gestión que en ese sentido realizara el profesional RUBÉN DARÍO GARCÍA RODRÍGUEZ, quien para la época de los años 2003 y 2003 promovió esa gestión en obtener los poderes de sus colegas para tal propósito. Igualmente hizo mención al paz y salvo expedido por el primero de los abogados citados, quedando en libertad para conseguir otro profesional. De otra parte manifestó, que objeto de demanda ejecutiva para reclamación de honorarios, por parte del segundo de los abogados mencionados, pero que una vez presentó el aludido paz y salvo “el proceso terminó”.

La Magistrada instructora dejó constancia que la declarante DUQUE NARANJO allegó varios documentos que fueron incorporados como prueba y de los cuales se corrió traslado a los intervinientes, sin que presentaran objeción alguna. Además incorporó como prueba la documental aportada por el Juzgado Séptimo Civil Municipal de Armenia, referente a las copias de la actuación posterior a la acción de tutela, dentro del proceso ejecutivo de JENNY MARCELA GARCÍA RINCÓN contra YOLANDA CANO GÓMEZ, y que corresponde al anexo No. 10, ordenada en la sesión anterior, corriéndole el traslado a los investigados, quienes luego de consultarla ninguna objeción presentaron, por lo que fueron declaradas legalmente incorporadas al infolio.

Teniendo en cuenta que la declarante MARTHA PATIÑO no compareció a la diligencia pese a ser citada oportunamente, siendo una prueba solicitada por el encartado GARCÍA RODRÍGUEZ, la Magistrada instructora suspendió la diligencia para reanudarla el día 7 de mayo de 2009, hora 4:00 p.m.

51.- Se continuó la audiencia de juzgamiento en la fecha señalada, con asistencia de los investigados, quienes efectuaron el correspondiente registro de su identidad, y se escuchó en declaración a la señora MARTHA PATIÑO.
Testimonio de la señora MARTHA PATIÑO LÓPEZ                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                           
Hizo saber que frente a los hechos examinados, solamente tuvo relación profesional con el abogado WILLIAM FRANCO AGUDELO, a quien le dio poder para la aludida reclamación de nivelación salarial; en tanto, conoció al profesional RUBÉN DARÍO GARCÍA RODRÍGUEZ desde los inicios de esa gestión, dada la cercanía de su esposo con el primero de los nombrados, pero reiterando el vínculo cliente-abogado solamente lo fue con aquél profesional. 

-El abogado RUBÉN DARÍO GARCÍA RODRÍGUEZ allegó fotocopias informales en cuatro folios, relacionados con los poderes otorgados al doctor WILLIAM FRANCO AGUDELO por YOLANDA CANO GÓMEZ el 17 de julio de 2002, OLIVIA CHICA NARANJO el 23 de abril de 2002, YOLANDA CAGUA CASTELLANOS el 17 de julio de 2002 y ZORAIDA ESTHER DE CASTRO del 15 de julio de 2002, los cuales exhibió sus originales, disponiéndose ser agregadas a la actuación, atendiendo que son aportadas fuera de la oportunidad probatoria, sobre los cuales se harán las consideraciones sobre la procedencia de dicha en la oportunidad momento procesal correspondiente.

-Acto seguido la Magistrada a quo al no haber pruebas que practicar, concedió el uso de la palabra al procesado WILLIAN FRANCO AGUDELO, para que presentara sus alegaciones finales, quien solicitó el aplazamiento de la audiencia para preparar en debida forma sus conclusiones, por cuanto no esperaba que el tiempo alcanzara para ello, siendo coadyuvado por el investigado RUBÉN DARÍO GARCÍA RODRIGUEZ, a lo que accedió la instructora de instancia, fijando como fecha para la reanudación de la diligencia el 20 de mayo de 2009, hora 10:00 a.m.

Acto seguido la Magistrada a quo al no haber pruebas que practicar, concedió el uso de la palabra al procesado WILLIAN FRANCO AGUDELO, para que presentara sus alegaciones finales, quien solicitó el aplazamiento de la audiencia para preparar en debida forma sus conclusiones, por cuanto no esperaba que el tiempo alcanzara para ello, siendo coadyuvado por el investigado RUBÉN DARÍO GARCÍA RODRIGUEZ, a lo que accedió la instructora de instancia, fijando como fecha para la reanudación de la diligencia el 20 de mayo de 2009, hora 10:00 a.m.

52.- El aquejado RUBÉN DARÍO GARCÍA RODRÍGUEZ radicó memorial el 19 de mayo de 2009, donde solicitó a la doctora MARÍA ISABEL FONSECA GONZÁLEZ, Magistrada de la Sala Jurisdiccional Disciplinaria del Consejo Seccional de la Judicatura, encargada de este asunto en primera instancia, se declarara impedida para seguir conociendo de la presente investigación, toda vez que en la misma fecha elevó denuncia penal contra la citada funcionaria el presunto delito de Prevaricato y Abuso de Autoridad, de la cual anexó copia.
  

53.- El 20 de mayo de 2009 se reanudó la audiencia de juzgamiento con asistencia de los investigados, quienes efectuaron el correspondiente registro de sus identidades, se resolvió la solicitud de recusación y se presentaron alegatos de conclusión.

La Magistrada a quo procedió a resolver la solicitud de recusación presentada por el disciplinado RUBÉN DARÍO GARCÍA RODRÍGUEZ, pese a no haber indicado la causal de la Ley 1123 de 2007 en que fundó tal pedimento, lo que daría lugar a su rechazo.

De otra parte se pasó a consultar el proceso disciplinario adelantado en esa Corporación contra los abogados JOSÉ OBED CASTAÑO y ADALBERTO BUITRAGO, distinguido bajo la partida No. 2001-0046, del cual fueron tomadas fotocopias de algunas piezas procesales, con las que se conformó el anexo No. 13 de la presente investigación, precisándose, que los hechos relacionados en esa denuncia no guardan relación alguna ni incidencia con el objeto de la presente investigación, ni con los investigados WILLIAM FRANCO AGUDELO y RUBÉN DARÍO GARCÍA RODRÍGUEZ. 

Igualmente advirtió que para estar incursa en la causal 8ª del artículo 61 de la Ley 1123 de 2007, debía estar vinculada a la investigación penal donde se hubiere proferido resolución de acusación o decisión equivalente, fase procesal que no se había presentado, en tanto, la sola remisión de la denuncia por correo como lo hiciera el procesado GARCÍA RODRÍGUEZ, no la obliga a separarse del conocimiento de este asunto, máxime cuando ni siquiera se tiene noticia de su llegada al funcionario competente, razones por las cuales no aceptó la recusación propuesta; decisión contra la cual no procede recurso, de acuerdo con lo señalado en el artículo 64 del C. de P.P., según remisión expresa del artículo 16 de la precitada ley.

Seguidamente intervino el investigado RUBÉN DARÍO GARCÍA RODRÍGUEZ, quien indicó no contar con garantías, dada la animadversión de la Magistrada sustanciadora hacía él, por lo que decidió retirarse de la Sala de audiencias, no sin antes indicar que tomará las medidas que a bien tuviera.

Alegatos de conclusión del procesado WILLIAM FRANCO AGUDELO
Adujo respecto a la imputación de la falta contenida el artículo 33 numeral 9 de la Ley 1123 de 2007, que en momento alguno ve encajada su conducta en ese tipo disciplinario, pues en su sentir, no encuentra de qué manera ha aconsejado, patrocinado o intervenido en actos fraudulentos en detrimentos de intereses ajenos, del Estado o de la comunidad; por tanto, le preocupa esa imputación al considerar que estaría cayendo en el campo penal, cuando simple y llanamente cedió unos contratos con un objeto muy diferente al de ejecutarlos como lo hizo posteriormente su colega RUBÉN DARÍO GARCÍA, hecho acreditado con la comunicación dirigida a su colega, donde le comunicó a éste su preocupación ante la queja que acababa de conocer por conducto del señor FERNANDO MARÍN, uno de los denunciantes, quien al contestarle su inquietud aceptó toda la responsabilidad que pudiera venir, y al mismo tiempo negándose en forma rotunda a retirar los procesos ejecutivos que había iniciados contra los denunciantes.

De otra parte manifestó, estar probado en el proceso con las declaraciones del doctor Bejarano, de la doctora Yolanda Duque, de la señora Gloria Marín y de la testigo Martha Patiño, que quien en verdad estuvo al tanto de proceso de la homologación siempre lo fue el doctor García Rodríguez, quien por circunstancias de aspectos laborales no podía adelantarlos, pues acababa de dejar el cargo de funcionario del departamento, por lo que le solicitó lo acompañara mediante la suscripción de la documentación respectiva, a lo que accedió, sin haber tenido el manejo del asunto.  

Señaló que el acto simple de haber cedido los contratos es un acto legítimo, si es objeto de alguna discusión ello sería ante el funcionario competente, no encontrando que ese hecho constituyera falta disciplinaria alguna, y mucho menos cuando el haber cometido actos fraudulentos en detrimento de intereses ajenos.

Finalmente indicó, que se tuviera claridad sobre el documento referente al paz y salvo de los denunciantes, pues siempre se alegó que era para los funcionarios del departamento, mientras que los quejoso eran municipales, tanto así, que en las demandas presentadas por el doctor Rubén Darío García no aparece ejecutado ningún empleado del departamento; requiriendo en consecuencia, se profiriera a su favor fallo absolutorio, teniendo en cuenta que en momento alguno incurrió en acto fraudulento en detrimento de los proponentes de la queja.

A continuación, la operadora judicial a quo teniendo en cuenta que el disciplinado RUBÉN DARÍO GARCÍA RODRÍGUEZ abandonó el recinto, suspendió la audiencia para reanudarla el 22 de mayo de 2009, a las 10:00 a.m.
 
54.- En la fecha y hora señalada se continuó el juzgamiento, con la presencia de los disciplinables, quienes efectuaron el correspondiente registro de su identidad, procediendo la operadora judicial A quo a referirse al escrito presentado por el investigado RUBÉN DARÍO GARCÍA RODRÍGUEZ donde revocó el poder conferido a su defensor GUSTAVO ZULUAGA GIRALDO, solicitud que fue aceptada dada su procedencia, disponiendo dar plazo hasta el 26 de mayo de 2009, para que el aludido procesado designara su defensor, y en caso de no hacerlo se le nombraría uno de oficio, con quien se proseguiría la actuación, con la finalidad de evitar más dilaciones al proceso.

Dado que se encontraban pendientes las alegaciones finales del inculpado GARCÍA RODRÍGUEZ, se fijó como fecha para la reanudación de la audiencia, el 8 de junio de 2009 a las 11:00 a.m.

55.- Mediante escrito del 26 de mayo de 2009, el investigado RUBÉN DARÍO GARCÍA RODRÍGUEZ, solicitó a la Magistrada sustanciadora de instancia, le indicara el sustento legal para conminarlo a que debía designar apoderado de confianza el mismo día en que se le notificó la fecha de la nueva audiencia.

Manifestó no haber decido sobre la persona que lo continuaría defendiendo durante la presente investigación, no obstante indicó que si la Magistrada consideraba que el término perentorio concedido estaba ajustado a los cánones legales, procediera de conformidad y le hiciera saber quién sería su apoderado de oficio, siguiendo con el procedimiento establecido en la Ley.

Por otra parte, volvió a reiterarle a la operadora judicial, que se declarara impedida para seguir conociendo de la investigación en virtud de la denuncia penal instaurada en su contra, al considerar que esa situación le podía hacer perder la objetividad que el caso ameritaba, a más de ser una circunstancia que podría generar en ella una grave enemistad con el abogado encartado.

56.- Mediante auto del 27 de mayo de 2009, se procedió a designar como defensor de oficio del encartado RUBÉN DARÍO GARCÍA RODRÍGUEZ, al doctor LUIS EDWIN PÉREZ ROMERO, con quien se proseguiría la actuación
, quien se posesionó el 29 de ese mes y año.

57.- Nuevamente el investigado RUBÉN DARÍO GARCÍA RODRÍGUEZ mediante memorial del 5 de junio de 2009, solicitó a la Magistrada instructora se declarara impedida para seguir conociendo de la investigación, en atención a que concurrían las circunstancias previstas en el numeral 5º del artículo 56 de la Ley 906 de 2004, pues las imputaciones que le formuló en la denuncia penal instaurada en su contra, afectarían de manera evidente la imparcialidad y transparencia en las decisiones que debía adoptar dentro del presente proceso.

Se refirió para ello a la providencia de la Sala Jurisdiccional Disciplinaria del Consejo Superior de la Judicatura proferida el 28 de enero de 2009 dentro del radicado 11001110200020024686 01-129, donde se aceptó el impedimento manifestado por uno de sus integrantes para conocer de ese proceso donde era investigado quien lo había denunciado ante la Comisión de Acusaciones de la Cámara de Representantes.

58.- El 8 de junio de 2009 se reanudó la audiencia de juzgamiento, a la cual concurrieron los abogados investigados, el defensor de oficio doctor LUIS EDWIN PÉREZ ROMERO y tres de los proponentes de la queja, quienes efectuaron los correspondientes registros de sus identidades, dándose paso a las alegaciones finales pendientes de obtener.

Seguidamente la señora Magistrada a cargo de la audiencia manifestó, que ningún pronunciamiento haría en torno a los escritos presentados por el investigado RUBÉN DARÍO GARCÍA RODRÍGUEZ, quien ha reiterado la solicitud de recusación, por cuanto dicho asunto fue resuelto en  sesión pasada.

Alegaciones finales del inculpado RUBÉN DARÍO GARCÍA RODRÍGUEZ

Manifestó en primer orden el investigado, que la queja origen de este asunto carecía de fundamento, e igualmente cuestionó el despliegue procesal dado al presente trámite disciplinario, dado que, al girar la investigación en torno a un sólo acto como es la cesión de un crédito, en manera alguna puede cuestionársele su conducta, toda vez que esa es una figura legítima permitida por el ordenamiento jurídico, debidamente regulada en los artículos 1906 del C.C. y 488 y s.s. del C. de P.C.; mientras que los actos posteriores a tal hecho se encuentran en trámite en un proceso que se está llevando ante el Juzgado Séptimo Civil Municipal de Armenia.
Igualmente recabó en punto de la citada cesión, que la misma estaba legitimada en cuanto con ello buscaba exigir el pago de unos honorarios que se pretendían birlar, con lo cual puntualizó, que en manera alguna su conducta podía adecuarse a cada uno de los verbos rectores del tipo disciplinario escogido para la formulación de cargos.

Concordante con lo anterior, además expuso, que estaba justificada la exigencia de aquellos honorarios, porque habiendo sido el principal gestor de la labor profesional adelantada por su colega WILLIAM FRANCO AGUDELO, tenía pleno derecho a exigir el pago de esos estipendios, por cuanto esa gestión impidió que frente a esa reclamación de nivelación salarial prescribiera, lo que a la postre permitió el éxito de tal reclamación a favor de los quejosos.

Con relación a la decisión proferida dentro de la multicitada acción de tutela promovida por los quejosos, indicó que ello no tenía importancia, por cuanto el amparo concedido estuvo relacionado con un vicio en el procedimiento frente a la acumulación de las demandas ejecutivas hoy objeto de cuestionamiento.

En punto del paz y salvo, tenido en cuenta para controvertir la cuestionada sesión, indicó el expositor, que dicho documento estaba únicamente dirigido a los reclamantes empleados del Departamento del Quindío, más no a los del Municipio de Armenia, luego a éstos funcionarios se les podía hacer extensiva tal prerrogativa, por cuanto no era expresa para ello.

Concluyó el disciplinable, solicitando la exoneración de todo cargo al momento de emitirse la decisión de fondo, por lo que en su sentir, se le debía cobijar con absolutoria, en tanto con comportamiento no vulneró norma alguna del ordenamiento jurídico Colombiano. 
Alegatos de conclusión del defensor de oficio doctor LUIS EDWIN PÉREZ ROMERO
Seguidamente dicho interviniente pasó a realizar su exposición en términos similares a los de su asistido, como la validez jurídica de la cesión cuestionada, al igual que la exigencia de los estipendios alegados por el procesado GARCÍA RODRÍGUIEZ.

DE LA SENTENCIA APELADA
Mediante providencia del 24 de junio de 2009, la Sala Jurisdiccional Disciplinaria del Consejo Seccional de la Judicatura del Quindío, declaró éticamente responsable a los abogados WILLIAM FRANCO AGUDELO y RUBÉN DARÍO GARCÍA RODRÍGUEZ, de incurrir en el concurso homogéneo de faltas contra la recta y leal realización de la justicia y los fines del Estado, prevista en el artículo 33, numeral 9 de la Ley 1123 de 2007, imponiéndoles sanción de suspensión del ejercicio de la abogacía por el término de veinticuatro (24) y veintisiete (27) meses, respectivamente, atendiendo al hecho que éste último registra como antecedentes disciplinarios una sanción de censura, la cual es causal de agravación de la misma, conforme el artículo 45 literal C numeral 6 ibídem.

Adujo la instancia, ser evidente que los procesados incurrieron de manera concursada en la falta por la cual se les llamó a juicio disciplinario, al intervenir fraudulentamente en la cesión de los contratos de prestación de servicios signados por el primero de los nombrados, con el personal de trabajadores del sector educativo del Departamento del Quindío para que fueran demandados y ejecutados con relación a la obligación allí contenida, mediante acción promovida por el segundo de los citados, con el fin de perjudicar los intereses económicos de los quejosos, a sabiendas que los contratos base de la ejecución no prestaban mérito ejecutivo, pues estos se habían declarado sin efecto jurídico alguno, y en consecuencia, las obligaciones demandadas estaban extinguidas por decisión libre de su titular, tras los resultados desfavorables frente a sus poderdantes, y de haber certificado el abogado FRANCO AGUDELO de manera expresa, que quedaba a paz y salvo con sus poderdantes por concepto de honorarios y gastos por la actuación administrativa surtida, tal como se puede verificar claramente en el escrito del 8 de junio de 2004, mediante el cual se renunciaba al mandato.
En cuanto a la modalidad de culpabilidad, se dijo que tal conducta fue realizada a título de dolo, porque los investigados a sabiendas de la ineficacia de los aludidos contratos y la extinción de la obligación de pago contenida en los mismos, acudieron al subterfugio de la cesión de créditos renunciados, y como tal inexistentes, para engañar a la administración de justicia, formulando una demanda sustentada en presupuestos falsos, con el propósito indebido de obtener una decisión judicial que les permitiera el pago de honorarios respecto de los cuales sus clientes se encontraban a paz y salvo, causándoles graves perjuicios, toda vez que se vieron abocados a defenderse del pleito para evitar el doble pago de honorarios, tanto a los aquí disciplinados como al abogado que les sucedió en el encargo profesional.

Se señaló además, que el ejercicio de la abogacía conlleva responsabilidad civil, penal y disciplinaria por los perjuicios que se causen en cumplimiento del mandato, por las conductas punibles que lesionen intereses jurídicamente tutelados por el legislador, como por el incumplimiento de los deberes profesionales en su orden, cuyas acciones para el establecimiento de las responsabilidades correspondientes son independientes, autónomas y no requieren requisito de procedibilidad; menos en el caso examinado donde la prueba de la falta imputada como la responsabilidad disciplinaria de los acusados, tiene pleno respaldo probatorio.

En consecuencia concluyó la instancia, no refulgir duda alguna que los abogados investigados incurrieron en las conductas por las cuales se les residenció en juicio disciplinario, con pleno conocimiento y conciencia que con su actuar estaban contrariando lo que era su deber como profesionales del derecho, esto es, el de colaborar leal y legalmente en la recta y cumplida realización de la justicia y los fines del Estado.

DE LAS APELACIONES

Inconformes con el anterior fallo, los disciplinables y del defensor de oficio que actúa en este asunto, presentaron sendos escritos interponiendo cada el recurso de apelación, lo cual se dio la siguiente manera:

Apelación del investigado RUBÉN DARÍO GARCÍA RODRÍGUEZ

Mediante escrito fechado el 7 de julio de 2009 solicitó la revocatoria del fallo apelado, para que en su lugar se le absuelva de los cargos irrogados, y subsidiariamente deprecó, en el caso de ser declarado disciplinariamente responsable, se le imponga como aflicción la censura, o en su defecto la mínima para la modalidad de suspensión, esto es dos meses; petitum que fue fundamentado en similares argumentos a los expuestos en sus intervenciones dentro de este investigativo.

-En primer orden expuso el libelista, que en este evento lo pretendido por los procesados era hacer efectivos unos honorarios, que legítimamente les correspondían gracias a la labor desarrollada frente a la gestión encomendada por los quejosos para la reclamación de la nivelación salarial, pues en virtud a la petición promovida en julio de 2002, se logró interrumpir la prescripción, hecho que indudablemente incidió para el reconocimiento de esa reclamación; y que ante el hecho pretender los querellante birlar los estipendios a los cuales tienen derecho, por lo cual invocó la solidaridad de la Jurisdicción Disciplinaria para que tal propósito no se cumpla.

De otra parte rechazó la imputación de haber constituido una maniobra fraudulenta, la aludida cesión de los créditos personales contenidos en cada uno de los contratos suscritos con los quejosos, toda vez que ello derivó de la negativa de las administraciones departamental y municipal en descontar los honorarios pactados, ante lo cual se acudió a la vía judicial a efectos de ejecutar tales obligaciones, proceso actualmente en curso en el Juzgado Sétimo Civil Municipal de Armenia; y que de haberse tenido tales propósitos fraudulentos, se habría acudido a varios endoso, con el fin de evitar la participación directa en esa causa civil. Además indicó en punto de esta situación, que el fallo impugnado, lo que se pretende es invadir el ámbito de competencia de la justicia ordinaria, toda vez que a ésta la que le corresponde dirimir tal controversia.

Finalmente el impugnante cuestionó el quantum de la sanción, dado que no concurren en este asunto circunstancias de agravación de las previstas en el literal C del artículo 45 de la Ley 1123 de 2007, luego al decir del inconforme, en caso de ser declarado responsable éticamente frente a los hechos investigados, se le debe imponer la mínima como es la censura.

Apelación del disciplinado WILLIAM FRANCO AGUDELO
El disciplinado impetro recurso de apelación dentro de los términos de ley, solicitando la revocatoria en su totalidad de la sentencia recurrida y en consecuencia se le absuelva de los cargos imputados.

Argumentó que la falta endilgada contenida en el artículo 33 numeral 9 de la Ley 1123 de 2007 que preceptúa: “Aconsejar, patrocinar o intervenir en actos fraudulentos en detrimento de intereses ajenos, del estado o la comunidad”, como lo ha sostenido en el transcurso del proceso, que el calificativo de ACTOS FRAUDULENTOS es del resorte en lo penal, dado que en ámbito de lo disciplinario no encuentra ningún acomodo de orden interpretativo, pues primero debe incurrir en la violación de una conducta punible y luego como consecuencia de ello hacerse acreedor a una sanción disciplinaria.

Sostuvo que la prueba de su inocencia se encuentra en el escrito dirigido por él al abogado GARCÍA RODRÍGUEZ el 14 de julio de 2008, cuando tuvo conocimiento de la queja, a lo cual éste le respondió en memorial de fecha 22 del mismo mes y año, que “… cualquier responsabilidad que de ella se derive, la asumo totalmente, PUES USTED ES AJENO A ESA DECISIÓN …”.

Invocó además, que su compañero de causa le manifestó en el mismo escrito que: “… es cierto que le pedí insistentemente que me cediera los contratos con miras a iniciar actividades judiciales encaminadas al cobro de lo que adeudaban … y que “También es totalmente afirmativo que la cesión fue realizada sin responsabilidad suya, de tal manera que desde ya, y como se lo he manifestado de manera personal, asumo toda la responsabilidad que de cualquier tipo se trate de endilgar por las actuaciones posteriores a la fecha en que se hizo tal cesión …”.

Concluyó el disciplinable, que fue engañado por el doctor GARCÍA RODRÍGUEZ al haber logrado de su parte la cesión en su favor de los contratos de los denunciantes, pues jamás tuvo en mente beneficiarse del producto de procesos ejecutivos; si bien hizo la cesión, fue para procurar una posible regulación de honorarios por parte de éste, quien realmente fue quien inició, gestionó todo lo relacionado con la nivelación y homologación salarial; por lo que tal regulación, debía intentarse ante los Jueces laborales del Circuito de Armenia, como inicialmente se procedió, pero de manera abrupta y subrepticia, el togado GARCÍA RODRÍGUEZ inició procesos ejecutivos en contra de los hoy denunciantes; razones por las cuales sostiene el apelante, nunca intervino en actos fraudulentos en detrimento de interés ajenos, no vulnerado en deber de procurar la recta y leal realización de la justicia.

Apelación del defensor de oficio LUIS EDWIN PÉREZ ROMERO

En escrito radicado el 7 de julio de 2009, el defensor de oficio presentó y sustentó el recurso de apelación contra al fallo sancionatorio, solicitando su revocatoria y en consecuencia se declare la no responsabilidad de su defendido.

Adujo el libelista, que la providencia atacada no hace alusión a los derechos y prerrogativas que la Ley Civil y Laboral le otorgan al abogado RUBÉN DARÍO GARCÍA RODRÍGUEZ; en tanto, que es la justicia ordinaria en respectiva especialidad la que debe resolver este asunto, sin que sea de resorte de la Jurisdicción Disciplinaria adentrarse en el este asunto, habida cuenta de derecho legítimos al reconocimiento de los estipendios de su asistido, dada la labor desplegada, los cuales no pueden ser desestimados por esta vía.

CONSIDERACIONES DE LA SALA
1.- Competencia

De acuerdo con las atribuciones conferidas por los artículos 256 numeral 3 de la Constitución Política y parágrafo 1º del artículo 112 de la Ley 270 de 1996, la Sala Jurisdiccional Disciplinaria del Consejo Superior de la Judicatura es competente para conocer y decidir sobre el recurso de apelación.
En virtud de la competencia antes mencionada y sin observar causal alguna que pueda invalidar la actuación hasta ahora adelantada, procede la Sala a emitir pronunciamiento con apoyo en el material probatorio obrante en el informativo, y a la luz de las disposiciones legales que atañen al tema a debatir. 

2.- Problema jurídico
En concreto el problema jurídico a dilucidar consiste en determinar si con ocasión de cesión de créditos contenidos en los contratos de prestación de servicios suscritos por el abogado WILLIAM FRANCO AGUDELO en el año 2002, con los quejosos y más de un centenar de funcionarios administrativos de la Secretaría de Educación del Departamento del Quindío, la cual se realizó a favor del profesional del derecho RUBÉN DARÍO GARCÍA RODRÍGUEZ, instrumento utilizado por el último de los mencionados para promover acciones ejecutivas en contra de los obligados en el año 2008, a pesar de que el cedente renunciara a dichas obligaciones, al igual que declararse a paz y salvo con cada una de dichas personas con relación a la gestión realizada frente a la reclamación para nivelación y homologación salarial, dejando sin efecto legal alguno tales instrumentos, con lo que tal proceder pudo comportar inobservancia de los deberes profesionales a la luz del Estatuto Abogadil previsto en la Ley 1123 de 2007.
De conformidad con el artículo 97 de la Ley 1123 de 2007, para proferir fallo sancionatorio se requiere prueba que conduzca a la certeza sobre la existencia de la falta y de la  responsabilidad del disciplinable, norma concordante con el artículo 372 de la ley 906 de 2004, donde se señala que la prueba debe llevarle al juzgador mas allá de duda razonable, junto con los hechos y circunstancias materia de responsabilidad del investigado como autor de los mismos, conforme igualmente lo exige el artículo 381 ibídem.

3.- De la existencia de la conducta imputada y adecuación de la misma
El artículo 33 en su numeral 9 de la Ley 1123 de 2007 -de la falta contra la recta y leal realización de la justicia y los fines del Estado- consagra los preceptos bajo los cuales la conducta del abogado incurre en falta contra la lealtad debida a la administración de justicia, a saber: i) el consejo, el patrocinio o la intervención en actos fraudulentos y ii) que dichas conductas se causen en detrimento de intereses ajenos, del Estado o la comunidad.
Al consagrar como falta contra la lealtad debida a la administración de justicia, aconsejar, patrocinar o intervenir ¨en actos fraudulentos¨ en detrimento de intereses ajenos, del Estado o de la comunidad, lo que buscó el legislador fue castigar el engaño en cualquiera de sus modalidades, es decir, reprimir los comportamientos del abogado cuando en ejercicio de su profesión resulten contrarios a la verdad, e igualmente, cualquier conducta de aquél tendiente a evadir una disposición legal, y que en todo caso cause perjuicio a un tercero.
En la medida en que el abogado desarrolla su actividad profesional en dos campos distintos a saber: dentro del proceso, a través de la figura de la representación judicial, y por fuera del mismo, prestando asesoría y consejo, es la conducta engañosa en esos escenarios lo que la norma pretende censurar, pues no resulta lógico, ni constitucionalmente o legalmente admisible, que el abogado pueda hacer uso de sus conocimientos jurídicos especializados para defraudar a personas o autoridades; razón por la cual el legislador de manera categórica declaró típicas aquellas conductas de los profesionales del derecho que con su actuar tiendan al menoscabo del ordenamiento jurídico al desplegar aquellas maniobras fraudulentas de las cuales se viene dando cuenta.
De los medios probatorios recaudados, se tiene que efectivamente el abogado RUBÉN DARÍO GARCÍA RODRÍGUEZ en el año 2002, estando inhabilitado para ello, por cuanto acababa de fungir como Secretario de Gobierno y Gobernador encargado del Departamento del Quindío, logró que para esa época gran número de empleados administrativos de la Secretaría de Educación de dicho ente territorial le confirieran poder a su amigo y colega el doctor WILLIAM FRANCO AGUDELO, para la reclamación de la homologación o nivelación salarial, hecho acreditado con la versión de los acusados, con lo cual se logró hacerle el esguince a la inhabilidad que cobijada para tales afectos al primero de los mencionados, obteniendo los citados poderes de parte de los quejosos, y cerca de cuatrocientos funcionarios más, para iniciar la gestión ante la administración, conforme se puede verificar a folios 1 y siguientes del anexo 5, como también fueron suscritos los correspondientes contratos de prestación de servicios, donde los poderdantes reconocerían como honorarios el 50% de lo que se llegase a obtener, como cuota litis a favor de dicho profesional, tal como se estipuló en los citados instrumentos contenidos a folio 27 y siguientes del anexo 8.

Igualmente se logró establecer, que en cumplimiento del mandato adquirido, el abogado WILLIAM FRANCO AGUDELO mediante derecho de petición realizó la reclamación administrativa ante el señor Gobernador del Departamento del Quindío de la época, solicitud radicada el 26 de julio de 2002, conforme consta a folios 27 y siguientes del anexo 5, trámite que luego de las correspondientes consultas por parte de los funcionarios tanto de la Secretaría de Educación Departamental, como del Ministerio de Educación Nacional culminó con la comunicación del 14 de mayo de 2004, mediante la cual la doctora YOLANDA DUQUE NARANJO, Secretaria de Educación de ese Departamento, le comunicó al abogado reclamante sobre la imposibilidad jurídica y financiera de acceder a la homologación o nivelación salarial del personal administrativo vinculado a esa Secretaría (fl. 140 y ss. c. original 2).

También se logró verificar, que el abogado FRANCO AGUDELO en virtud de la negativa de la administración Departamental por acceder al pedimento de la nivelación y homologación salarial de sus poderdantes, les expidió a éstos un paz y salvo en el que de manera unilateral declaró dar por terminada la gestión encomendada, decisión que le fue comunicada tanto a los quejosos, como a los demás servidores que le habían confiado tal encargo, mediante escrito fechado el 8 de julio de 2004
, el cual dirigió al “PERSONAL ADMINISTRATIVO DEL SECTOR ADMINISTRATIVO DEL DEPARTAMENTO DEL QUINDÍO”, donde de manera expresa el disciplinable consignó lo siguiente:

“Indica lo anterior, que nuestra petición elevada en junio del año 2002 con el propósito de obtener el reconocimiento de aquella nivelación y/o homologación salarial HA SIDO NEGADA, no obstante haberse insistido en varias ocasiones al respecto argumentando fundamentos para nosotros valederos y legales.

Se deduce entonces que el argumento central de tal negativa es la falta de recursos económicos de difícil consecución.

En consecuencia, expresamente manifiesto que DECLARO A PAZ Y SALVO por concepto de honorarios profesionales y gastos, a todos y cada uno de los interesados que me confirieron poder para iniciar ésta actuación administrativa, quedando en plena libertad de contratar otro profesional del derecho para que, si lo consideran pertinente, inicien las acciones contencioso administrativas del caso.

Así mismo, manifiesto que los contratos de prestación de servicios también suscritos por todos y cada uno de los poderdantes con el suscrito abogado, QUEDAN SIN EFECTO LEGAL ALGUNO.” (Sic para todo lo trascrito).
Como consecuencia de lo anterior, el colectivo de funcionarios administrativos que habían quedado huérfanos de apoderado judicial para la reclamación de la nivelación y/o homologación salarial, acudieron al letrado LUIS ALBEIRO RODRÍGUEZ RAMÍREZ a efectos de que continuara con la gestión, según se puede constatar con varios de esos instrumentos incluidos a folios 281 y siguientes del anexo 9, donde igualmente fueron pactados sus respectivos honorarios profesionales; teniéndose que dicho profesional continuó a la espera de la evolución de la reclamación realizada por su antecesor, en atención a los trámites internos que venían realizando el Ministerio de Educación Nacional junto con el Consejo de Estado en punto del reconocimiento de las prestaciones reclamadas por el personal administrativo, lo que a la postre fue resuelto favorablemente.

En vista de lo que se avecinaba, y en punto de la gestión abandonada por el abogado  WILLIAM FRANCO AGUDELO, dicho profesional de manera por demás acomodada, presentó el 31 de octubre de 2005 ante la Gobernación del Departamento del Quindío escrito donde de manera puntual haciendo referencia a la reclamación realizada en el año 2002 sobre homologación y nivelación salarial del personal administrativo, manifestando lo siguiente:

“De todas formas, no sobra advertir que de acuerdo con los poderes y con los contratos de prestación de servicios profesionales, actualmente vigentes, pactados entre el suscrito y mis clientes, cualquiera suma que sea reconocida, ordenada y que deba ser girada a favor de cada uno de mis poderdantes, deberá ser cancelada o pagada directamente al abogado en atención a las cláusulas vigentes y que hacen parte tanto del poder como del contrato, éste último que haré llegar oportunamente, así como la relación de quienes concedieron el respectivo poder en su oportunidad para que no les apliquen lo relacionado con la prescripción de sus derechos.”

Solicitud que igualmente fue reiterada por el mismo profesional del derecho en escrito dirigido y radicado el 19 de enero de 2007 ante la Secretaría de Educación Departamental del Quindío
, dándose igualmente las correspondientes respuestas negando el pedimento, tal como lo enseñan las comunicaciones vistas a folios 76-77 y 80-81, donde de manera clara y expresa le indican al abogado petente que no le asiste razón jurídica ni legal para reclamar honorarios frente la gestión iniciada en el año 2002, teniendo en cuenta el contenido del escrito de paz y salvo del 8 de julio de 2004, del cual se trascribió el contenido del mismo, donde se dijo que los contratos de prestación de prestación de servicios profesionales sobre los cuales el letrado alegaba derechos habían quedado son efecto legal alguno por voluntad el mismo reclamante.

Igualmente se tiene probado, que ante el fracaso del abogado WILLIAM FRANCO AGUDELO por obtener el reconocimiento de unos honorarios que no le correspondían, procedió en acuerdo con el gestor de todo este asunto a ceder las obligaciones contenidas en aquellos contratos a JENNY MARCELA GARCÍA RINCÓN
, hija del compañero de causa de aquél, por lo que el acusado RUBÉN DARÍO GARCÍA RODRÍGUEZ apoderando a descendiente procedió a ejecutar judicialmente a los obligados en aquellos contratos que habían quedado sin efecto legal alguno, según lo testifica la documental acopiada en los anexos 8, 9 y 10, donde se le ocultó al operador judicial la circunstancia antes anotada, y gracias a dicha maniobra lograron que el Juez Séptimo Civil Municipal de Armenia librara los mandamientos de pago en dichos ejecuciones, con las consecuentes medidas cautelares.

Tal reseña fáctica, indudablemente demuestran a plenitud unas conductas a todas luces reprochables, pues contraría la función social asignada al abogado y las obligaciones que en ese campo del litigio debe asumir, como es la de colaborar con las autoridades en la conservación y perfeccionamiento del orden jurídico del país y en la realización de una recta y cumplida administración de justicia, siendo a su vez este segundo cometido, el de colaborar con la recta administración de justicia, como uno de sus deberes principales. 

Si ello es así, hacer uso de los conocimientos jurídicos especializados para engañar al operador judicial y defraudar intereses de terceros, y no para colaborar con la justicia y el derecho, que es precisamente el compromiso ético y moral adquirido por el abogado al momento de obtener su título, sin duda que afecta sustancialmente la lealtad que éste debe a la administración de justicia en el ejercicio de la profesión. 
Para que se establezca la ocurrencia de la conducta en estudio, es necesario traer a colación lo estipulado por la Corte Constitucional en la sentencia C-393 de 2006, cuando estudió la constitucionalidad de la anterior falta, el numeral 2º del art. 52 del Decreto 196 de 1971, la cual se reprodujo de manera idéntica en el actual Estatuto Deontológico del Abogado, que si bien no describe el concepto de “actos fraudulentos”, si trató el concepto de fraude, haciendo relación a la conducta engañosa, contraria a la verdad, a la rectitud, o que pretende evitar la observancia de la ley, y que afecta o perjudica los intereses de otro; conceptos que a la postre son conocidos por todos y en especial por los profesionales del derecho, quienes están más que nadie obligados a conocer cuando su conducta es constitutiva de fraude frente a la ley, por lo que para mayor precisión se trae a colación lo argumentado en aquella decisión de manera puntual, así.
“…, el concepto “actos fraudulentos” hace referencia a una conducta clara y suficientemente determinada, comprensible para los destinatarios de la norma, la cual a su vez puede concretarse razonablemente por la autoridad que tiene a su cargo la investigación y juzgamiento de la infracción, sin que quepa aducir que el proceso de adecuación típica queda abandonado al arbitrio o a la discrecionalidad del juez disciplinario para ser valorado por éste libremente. Como ya se dijo, atendiendo a criterios lógicos, empíricos, semánticos, e incluso de sentido común, es posible precisar el alcance de la expresión “actos fraudulentos”, para concluir que ella refiere a comportamientos engañosos a través de los cuales se falta  a la verdad o se pretende eludir un mandato legal; conceptos que sin duda son conocidos por la generalidad de las personas y  muy especialmente por los abogados, quienes están más que nadie obligados a saber cuando su conducta es constitutiva de fraude frente a la ley.

Por otra parte, en lo que tiene que ver con el bien jurídico que es objeto de protección por la norma demandada: “la lealtad debida a la Administración de justicia”, cabe destacar que el mismo es a todas luces consecuente con la función social asignada al abogado y con las obligaciones que en ese campo él debe asumir, razón por la cual no puede considerarse que el precepto afecta los principios de proporcionalidad y lesividad. Como se mencionó en un acápite anterior, por expresa disposición del Decreto 196 de 1971, la abogacía está llamada a cumplir una función social, cual es la de colaborar con las autoridades en la conservación y perfeccionamiento del orden jurídico del país y en la realización de una recta y cumplida administración de justicia (art. 1º), siendo a su vez este segundo cometido, el de colaborar en la recta administración de justicia, uno de sus deberes principales (art. 47).
 Si ello es así, hacer uso de los conocimientos jurídicos especializados para engañar a terceros y a las propias autoridades judiciales, y no para colaborar con la justicia que es precisamente el compromiso ético y moral adquirido por el abogado, sin duda que afecta sustancialmente la lealtad que éste debe a la administración de justicia en el ejercicio de la profesión. En ese sentido, existe un equilibrio entre la conducta ilícita adoptada en la norma acusada y el bien jurídico que intenta proteger, lo que no permite advertir una afectación irrazonable de los intereses del disciplinado ni un exceso o abuso de poder por parte del legislador al expedir la medida prohibitiva.”
Conforme lo antedicho merece total rechazo, quienes teniendo conocimientos jurídicos especializados engañen a terceros, como en el caso de ocupación, donde los encartados valiéndose de argucias y faltando a la verdad, lograron que un Juez de la República librara mandamiento de pago y a la vez impusiera medidas cautelares con relación a las obligaciones ejecutadas por el abogado RUBÉN DARÍO GARCÍA RODRÍGUEZ, cuando tenía pleno conocimiento que las mismas eran inexistentes, dada el multicitado paz y salvo expedido por el otro de los letrados acusados, el doctor WILLIAM FRANCO AGUDELO, quien había dejado sin efectos legal alguno las consecuencia jurídica de los contratos ejecutados judicialmente, hecho ocultado en su integridad al operador judicial que emitió tales órdenes judiciales, lo que sin lugar a dudas constituye un engaño a la autoridad judicial, incumpliéndose de esta manera la lealtad que el togado debe a la administración de justicia en el ejercicio de la profesión, de tal manera que resulta reprochable la conducta de los disciplinables al faltar a la lealtad debida a la administración de justicia, al promover las consabidas acciones ejecutivas en contra de los quejoso, con fundamento en una obligaciones inexistentes. 
Concluyéndose por parte de ésta Colegiatura que el proceder de los abogados encartados, lo que evidenciado con la documental reseñada minuciosamente, encaja perfectamente en la falta descrita en el numeral 9 del artículo 33 del Estatuto Deontológico, como atentatoria contra la recta y leal realización de la justicia.
Una vez establecida de manera objetiva la ocurrencia de la falta disciplinaria endilgada a cada uno de los abogados inculpados, entraremos a analizar si las mismas se cometieron sin justificación alguna o si por el contrario existe justa causa que exima a los aquejados de responsabilidad disciplinaria.

4. De la Antijuridicidad de la Conducta Disciplinaria
Resulta plenamente probada la incursión de los investigados en el tipo disciplinario en estudio, pues de la documental ampliamente relacionada en precedencia, se tiene que el comportamiento desplegado por los abogados WILLIAM FRANCO AGUDELO y RUBÉN DARÍO GARCÍA RODRÍGUEZ, solo tenía como fin obtener mediante las maniobras fraudulentas el desmedro patrimonial de los quejosos y las demás personas demandadas ejecutivamente, a fin de asirse a unos honorarios que ya no eran exigibles por renuncia expresa del primero de los nombrados, para lo cual dispusieron de sus conocimientos jurídicos y las argucias que le permitieron engañar a la administración de justicia con los resultados ampliamente conocidos en autos.

Con todo, no se desprende ninguna justificación de la conducta desplegada por los investigados, quienes sin el más mínimo reparo, y en detrimento de los intereses patrimoniales de los quejosos, han pretendido hacer valor unos derechos que en manera alguna tienen vigencia, pues no es sino traer a referencia el texto del multicitado paz y salvo para concluir en certeza de tal aserto, cuando el abogado FRANCO AGUDELO expuso:

“En consecuencia, expresamente manifiesto que DECLARO A PAZ Y SALVO por concepto de honorarios profesionales y gastos, a todos y cada uno de los interesados que me confirieron poder para iniciar ésta actuación administrativa, quedando en plena libertad de contratar otro profesional del derecho para que, si lo consideran pertinente, inicien las acciones contencioso administrativas del caso.

Así mismo, manifiesto que los contratos de prestación de servicios también suscritos por todos y cada uno de los poderdantes con el suscrito abogado, QUEDAN SIN EFECTO LEGAL ALGUNO.” (fl. 68 anexo 5).
Visto lo anterior, no queda duda que las maniobras fraudulentas desplegadas por cada uno de los investigados, resultaban contrarias al ordenamiento jurídico, pues en manera alguna había lugar a ceder unas obligaciones inexistentes, y peor aún proceder a iniciar los multicitados procesos ejecutivos ocultándose aquella realidad al señor Juez Séptimo Civil Municipal de Armenia, incurriendo indefectiblemente en los actos fraudulentos de los cuales se ha dado cuenta, y en desmedro de la recta y leal realización de justicia.

Concluyendo se tiene, que los abogados FRANCO AGUDELO y GARCÍA RODRÍGUEZ realizaron comportamientos contrario a la Ley, engañando a la administración de justicia, mediante actos fraudulentos que tuvieron como propósito el detrimento patrimonial de los quejosos, conducta que atenta contra el compromiso ético y moral, y que afecta sustancialmente el prestigio de tan noble profesión como es el ejercicio de la abogacía.
5.- De la Responsabilidad Disciplinaria

En nuestro sistema jurídico ha sido proscrita la responsabilidad objetiva, y por lo tanto, la culpabilidad es supuesto ineludible y necesario de la imposición de la sanción, lo que significa que la actividad punitiva del Estado, tiene lugar tan sólo sobre la base de la responsabilidad subjetiva de aquellos sobre quienes recaiga.
En consecuencia, al considerarse la falta disciplinaria como la infracción a deberes, para que se configure su violación por  su incumplimiento, el abogado infractor sólo puede ser sancionado si ha procedido dolosa o culposamente en la conducta desplegada.
De igual forma, lo expuesto permite concluir que respecto de la conducta atribuida a los disciplinables WILLIAM FRANCO AGUDELO y RUBÉN DARÍO GARCÍA RODRÍGUEZ se encuentran demostrados los elementos subjetivo y objetivo, como quiera que bajo medios fraudulentos ampliamente reseñados (como fue la cesión de unos créditos inexistentes – y la iniciación de los procesos ejecutivos contra los quejosos con base en obligaciones de similar característica), indudablemente que ello refleja el propósito de desbordar el ordenamiento jurídico y más concretamente los linderos del derechos disciplinario, que prohíbe a los abogados incurrir en este tipo de prácticas que tanto daño causan al prestigio de la profesión de abogado. 

En consecuencia, resulta evidente, que los abogados investigados con su conducta contrariaron los preceptos legales enunciados, y mediante la propuesta de actos fraudulentos engañaron a la administración de justicia en detrimento de los intereses de los quejosas, apartándose por tanto, no solo de los mandatos legales, sino también constitucionales a los cuales el abogado está obligado a cumplir. 

Conforme lo anterior la falta contra la recta y leal realización de la justicia y los fines del Estado, en razón a la naturaleza de la conducta, la modalidad de los hechos y la forma propositiva como los encartados actuaron, causó daño a la administración de justicia y a quienes fueron afectados con las demandas ejecutivas reseñadas, por lo que tal proceder se atribuye a título de dolo; como acertadamente lo precisó la instancia al momento del fallo apelado, por tanto, es claro para Sala que la conducta examinada a los investigados coincide con la descripción de las normas disciplinarias ya indicadas.
Finalmente debe decirse en punto de los argumentos expuestos por los impugnantes, que el punto central de esta investigación, y por tanto, del cual provino el reproche ético, como la consabida cesión de los créditos inexistentes, conforme quedó demostrado, y además por haber iniciado los procesos ejecutivos con base en esas mismas obligaciones, a lo cual no tenían derecho, dado que las mismas habían quedado sin valor ni efecto legal por disposición del mismo cedente; por tanto se precisa, que en este evento no se discute o cuestiona la gestión realizada por los investigados en el año 2002 y siguientes frente a las reclamaciones de la homologación y nivelación salarial de los empleados administrativos de la Secretaría de Educación del Departamento de Quindío.

Y concordante con lo anterior, tampoco resulta de recibo la pueril afirmación del abogado WILLIAM FRANCO AGUDELO, que fue objeto de engaño por parte de su compañero de causa, cuando los hechos hablan por sí solo de sus propósitos fraudulentos en contra de sus antiguos poderdantes, cuando dicho profesional tan pronto se dio cuenta de la decisión del Ministerio de Educación Nacional de acceder al reconocimiento de las reclamaciones de los “administrativos” quiso hacer valer ante la Secretaría de Educación del Quindío el pago de aquellos honorarios a los cuales había renunciado de manera expresa, lo cual hizo en escrito visible a folios 88 a 94 del anexo 5, y ante la negativa de la Administración Departamental acudió a la maniobra de ceder aquellas obligaciones inexistentes, con las demás acciones ya conocidas en autos, con los cual queda totalmente desvirtuado el llamado engaño, cuando de la foliatura emerge todo lo contrario, un proceder en todo el trascurrir de la conducta antiética, la cual merece su condigno reproche.

En este orden de ideas, para la Sala no emerge duda alguna respecto de la existencia de la falta por la cual fueron convocados a juicio de responsabilidad disciplinaria los abogados WILLIAM FRANCO AGUDELO y RUBÉN DARÍO GARCÍA RODRÍGUEZ, esto es, la falta contra la recta y leal realización de la justicia y los fijes del Estado establecida en el numeral 9° del artículo 33 del Ley 1123 de 2007; razón por la cual se deberá confirmar la sentencia del 24 de junio de 2009, proferida por la Sala dual de la Sala Jurisdiccional Disciplinaria del Consejo Seccional de la Judicatura del Quindío Cundinamarca, con ponencia de la Magistrada MARÍA ISBELIA FONSECA GONZÁLEZ.

6.- De la sanción disciplinaria y sus criterios y límites de graduación

Conforme a los parámetros fijados para la tasación de la sanción previstos en el artículo 45 del Estatuto de la Abogacía (Ley 1123 de 2007) y, consultados los criterios de necesidad, razonabilidad y proporcionalidad, dada la connotación y gravedad de los hechos y la falta endilgada, pues fue evidente el menoscabo que tuvo la administración de justicia al tener que atender el gran número de procesos a todas luces injustificados a los cuales no había lugar, dado la inexistencia de las obligaciones reclamadas, e igualmente la grave afectación que tales hechos tuvo en cada uno de los demandados y quejosos, y aún el hecho que el doctor RUBÉN DARÍO GARCÍA RODRÍGUEZ, quien principalmente se pronunció en la alzada en contra del quantum sancionatorio, registra en su haber antecedentes disciplinarios, según está acreditado a folio 50-51 del c.o.1, por lo que considera la Sala que la sanción de SUSPENSIÓN POR EL TÉRMINO DE VEINTISIETE (27) MESES EN EL EJERCICIO DE LA PROFESIÓN impuesta a dicho profesional, al igual que la SUSPENSIÓN POR EL TÉRMINO DE VEINTICUATRO (24) EN EL EJERCICIO DE LA PROFESIÓN al abogado WILLIAM FRANCO AGUDELO, se encuentra ajustada a derecho, pues se itera, ante la gravedad de los hechos se impone como necesaria tal aflicción en contra de los procesados.
Aplicando los anteriores derroteros señalados para dosificar la sanción impuesta a los profesionales encartados, se tiene que cometieron una falta que afectó gravemente los intereses de los querellantes y a la Administración de justicia, en razón a las cuestionadas maniobras engañosas, hecho  a todas luces contrario a la recta y leal realización de la justicia, sin que frente a dicha conducta se acreditara causal alguna de justificación, como se analizó en el acápite de la antijuridicidad.
Por las razones expuestas, la Sala habrá de confirmar la sanción impuesta en primera instancia, a los abogados WILLIAM FRANCO AGUDELO y RUBÉN DARÍO GARCÍA RODRÍGUEZ.
En mérito de lo expuesto, la Sala Jurisdiccional Disciplinaria del Consejo Superior de la Judicatura, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley,

RESUELVE
PRIMERO.- CONFIRMAR la providencia apelada, proferida el 24 de junio de 2009 por la Sala Jurisdiccional Disciplinaria del Consejo Seccional de la Judicatura del Quindío, por medio de la cual se impuso sanción de SUSPENSIÓN DE VENTISIETE (27) Y VEINTICUATRO (24) MESES, RESPECTIVAMENTE, EN EL EJERCICIO DE LA PROFESIÓN a los abogados RUBÉN DARÍO GARCÍA RODRÍGUEZ, identificado con la c.c. No. 7.534.244, inscrito con T.P. No. 52.722, y WILLIAM FRANCO AGUDELO, identificado con cédula de ciudadanía No. 7.529.529, inscrito con T.P. No. 50299, tras hallarlos responsables de la comisión de la falta contra la recta y leal realización de la justicia y los fines del Estado, descrita en el artículo 33 numeral 9° de la Ley 1123 de 2007, conforme lo expuesto en la parte considerativa de ésta providencia.
SEGUNDO.- REMITIR copia del presente fallo, con constancia de ejecutoria, a Unidad de Registro Nacional de Abogados, para efectos de su anotación, fecha a partir de la cual empezará a regir la sanción impuesta.
TERCERO: Por Secretaría Judicial de ésta Corporación, líbrense las comunicaciones pertinentes y efectúense las notificaciones de rigor, de que tratan los artículos 71, 73 y 78 de la Ley 1123 de 2007, en concordancia con lo señalado respecto de la ejecutoria en los artículos 205 y 206 de la Ley 734 de 2002.
CUARTO: Contra ésta decisión no procede recurso alguno.
QUINTO: DEVOLVER el expediente a su lugar de origen.
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